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CAPITULQ  XVI 


La  errada  evoluciön 
del  ideal  democrático: 
una  recapitulaciön 

An  nescis,  mi  fili,  quantilla  prudentia  regitur  orbis? 

Axel  Oxenstjerna  (1648)  * 


El  desvío  del  ideal  democrático 

No  cabe  ignorar  por  más  tiempo  el  hecho  de  que  es  cada 
vez  mayor  el  numero  de  personas  de  talante  reflexivo  y  bien 
intencionado  que  paulatinamente  van  perdiendo  la  fe  en  lo  que 
antaño  fuera  para  ellos  el  noble  ideal  de  la  democracia.  Prodü- 
cese  tal  evolucion  precisamente  en  la  medida  en  que  incesante- 
mente  se  intenta  extender  el  campo  de  aplicaciön  del  método 
democrático  a  nuevas  esferas  sociales,  y  cabe  ciertamente  pre- 
guntarse  si  ello  no  será  en  parte  consecuencia  de  esta  tendencia. 
La  desilusiön  de  referencia,  sin  embargo,  no  alcanza  sölo  a  los 


*  El  Conde  Axel  Oxenstjerna  (1583-1654)  le  decía  a  su  hijo  en  una 
carta  fechada  en  1648:  «,;Es  que  no  sabes,  hijo  mío,  con  cuán  escasa 
inteligencia  se  gobierna  el  mundo?»  Dado  que  la  mayor  parte  de  los 
argumentos  justificativos  de  la  sugerencia  que  a  lo  largo  del  presente 
capítulo  se  ofrece  fueron  elaborados  y  publicados  — y,  por  lo  tanto,  han 
llegado  seguramente  a  conocimiento  del  lector  hace  ya  bastante  tiempo — , 
me  ha  parecido  conveniente  consignar  aquí  una  breve  recapitulaciön  de 
los  mismos  en  virtud  de  la  cual  creo  haber  logrado  plantear,  de  manera 
más  resumida,  sus  aspectos  más  fundamentales.  Representa  este  capí- 
tulo  una  variante  ligeramente  revisada  del  ensayo  publicado  en  Encounter 
en  marzo  de  1978. 
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abusos  a  los  que,  sin  duda,  está  siendo  sometido  el  aludido  ideal, 
porque  atañe  incluso  a  su  propia  esencia.  Y  aunque  prefieran 
guardar  prudente  silencio  la  mayor  parte  de  las  personas  a  quie- 
nes  afecta  esta  perdida  de  confianza  en  un  ideal  que  durante 
mucho  tiempo  sirviö  de  norte  a  su  comportamiento,  por  mi 
parte  considero  improcedente  permanecer  callado,  debido  a  la 
alarma  que  en  mi  animo  suscita  el  desarrollo  del  aludido  pro- 
ceso. 

Creo  que  la  desilusiön  de  referencia  no  afecta  tanto  al  mo- 
delo  democratico  en  si  como  al  metodo  elegido  para  llevarlo  a 
la  práctica.  Y  es  precisamente  porque  pretendo  rescatar  al  ver- 
dadero  ideal  democratico  del  descredito  en  el  <jue  ha  caído  por 
lo  que  intento  identificar  el  fundamental  error  cometido  al 
objeto  de  ofrecer  ast  algunas  sugerencias  relativas  a  cuál  sea  la 
vía  que  nos  permita  evitar  Ias  nocivas  consecuencias  producidas 
por  la  aplicaciön  del  método  democrático  hasta  ahora  adoptado. 
Como  es  natural,  para  no  incurrir  en  posterior  desengafío,  el 
análisis  de  cualquier  ideal  debe  ser  siempre  abordado  con  el 
debido  rigor.  En  el  caso  deí  modelo  democrático  nunca  conven- 
dra  olvidar  que  dicho  termino  hace  unicamente  referencia  a  una 
^oncteta  mecanica  de  gobierno.  Inicialmente,  este  vocablo  sig- 
nificö  tan  sölo  un  específico  método  en  virtud  del  cual  podían 
ser  establecidas  Ias  necesarias  decisiones  políticas  y  ninguna 
relacion  tenia  con  cuales  debieran  ser  los  objetivos  que  el  go- 
bierno  debiera  propiciar.  Ello  no  obstante,  habida  cuenta  que 
se  del  unico  metodo  conocido  capaz  de  ofrecer  una  vía 
que  adecuadamente  permite  asegurar  la  pacífica  transmisiön 
del  poder  político,  es  evidente  que  se  trata  de  un  logro  en 

extremo  valioso  por  cuya  salvaguardia  conviene,  sin  duda 
luchar. 


Una  democracia  basada  en  la  «negociaciön» 

No  resulta  difícil  descubrir  la  causa  por  la  cual  el  actual 
modelo  democrático  ha  de  producir  tan  profundo  desencanto 
entre  quienes  entienden  que  los  gobernantes  deben  en  todo 
momento  mostrarse  respetuosos  con  la  opiniön  que  la  mavoría 
sustente. 
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Aunque  algunos  opinen  que  los  actuales  gobiernos  demo- 
cráticos  cumplen  adecuadamente  tal  condiciön,  dicho  aserto  es 
hasta  tal  punto  inexacto  que  seguramente  no  logrará  confundir 
a  cualquiera  que  disponga  de  una  mínima  capacidad  de  obser- 
vaciön.  A  lo  largo  de  la  historia  de  la  humanidad  nunca  como 
hasta  ahora  se  han  visto  los  gobiernos,  en  efecto,  tan  perentoria- 
mente  obligados  a  satisfacer  las  particulares  apetencias  de  los 
diferentes  intereses  sectarios.  Compláceles  a  los  expertos  polí- 
ticos  hablar  de  la  «democracia  de  masas»,  y  poco  cabría  objetar 
al  uso  de  la  citada  expresiön  si  los  gobernantes  democrática- 
mente  elegidos  verdaderamente  sometieran  su  comportamiento 
a  aquellos  principios  en  torno  a  los  cuales  el  pueblo  haya  logrado 
establecer  consenso.  Las  quejas  que  hoy  a  nivel  político  se 
escuchan,  sin  embargo,  lejos  de  hacer  referencia  a  que  los 
gobernantes  sometan  su  comportamiento  a  la  opiniön  de  la 
mayoría,  derivan  de  la  constataciön  de  que  su  actuaciön  depende 
realmente  de  las  posiciones  adoptadas  por  un  conglomerado  de 
específicos  grupos  de  interés.  Por  lo  menos  en  teoría,  un  go- 
bierno  autocrático  puede  ejercer  algün  grado  de  control  sobre 
sí  mismo  (aunque  en  la  práctica  no  sea  ello  lo  más  probable). 
Tal  realidad,  sin  embargo,  es  de  todo  punto  inconcebible  en 
el  caso  de  un  gobierno  democrático.  En  la  medida  en  que  el 
poder  de  un  gobierno  de  esta  especie  no  se  encuentre  sometido 
a  oportuna  limitaciön,  le  resultará  imposible  someter  su  com- 
portamiento  a  los  principios  sustentados  por  la  mayoría  del 
electorado,  ya  que,  para  lograr  para  sus  programas  el  necesario 
apoyo  mayoritario,  indefectiblemente  se  verá  obligado  a  ceder 
ante  las  pretensiones  sectarias  de  algün  conjunto  de  intereses, 
intereses  que  siempre  estarán  condicionados  por  la  círcunstancia 
de  que  cada  uno  de  los  grupos  afectados  sölo  amparará  las  pre- 
tensiones  de  las  de  los  restantes  en  la  medida  en  que  consideren 
que,  por  tal  vía,  los  suyos  también  serán  propiciados.  Tal  tipo 
de  democracia  negociadora,  desde  luego,  nada  tiene  que  ver  con 
los  principios  sobre  los  que  básicamente  se  sustenta  el  ideal 
democrático. 
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LOS  GOBIERNOS  DEMOCRÁTICOS  H  AN  QUEDADO  REDUCIDOS 
AL  PAPEL  DE  MEROS  JUGUETES  DE  LOS  GRUPOS  DE  INTERÉS 

Cuando  ante  mis  lectores  planteo  la  conveniencia  de  que  los 
gobiernos  democráticos  queden  sometidos  a  oportuna  limitaciön 
o,  más  concretamente,  cuando  abogo  en  favor  de  la  democracia 
limitada,  no  pretendo,  claro  está,  afirmar  que  deban  unicamente 
establecerse  fronteras  a  aquella  porciön  de  la  funciön  guberna- 
tiva  cuyo  control  se  ejerza  en  virtud  de  la  aplicaciön  del  método 
democrático,  sino  que  todo  örgano  de  gobierno,  y  de  manera 
especial  aquel  que  opere  segun  el  modelo  democrático,  deberá 
ser  objeto  de  limitaciön.  Justifica  el  anterior  aserto  la  consta- 
taciön  de  que,  cuando  se  dota  a  un  gobierno  democrático  de 
omnxmodos  poderes,  se  le  debilita  hasta  el  punto  de  convertirlo 
en  simple  juguete  de  cuantos  intereses  sectarios  los  gobernantes 
se  ven  obligados  a  complacer  al  objeto  de  lograr  para  sus  pro- 
gramas  el  necesario  apoyo  mayoritario. 

^Cömo  ha  llegado  a  plantearse  tal  situaciön? 

Durante  los  dos  siglos  transcurridos  desde  que  se  produjo 
la  desapariciön  del  absolutismo  monárquico  y  hasta  que  en  el 
mundo  surgiö  la  democracia  ilimitada,  la  restricciön  del  poder 
gubernamental  fue  siempre  prioritario  objetivo  de  todo  el  es- 
fuerzo  constitucional.  Los  principales  mecanismos  que  paulati- 
namente  se  establecieron  al  objeto  de  evitar  que  los  gobiernos 
pudieran  hacer  uso  arbitrario  de  sus  potestades  fueron:  la  sepa- 
raciön  de  poderes,  la  soberanía  o  supremacía  de  la  ley,  el  prin- 
cipio  de  que  el  gobierno  también  debiera  quedar  sometido  a  la 
ley,  la  separacion  del  derecho  püblico  del  privado  y  el  respeto 
al  proceso  judicial.  Servían  estas  medidas  el  fundamental  obje- 
tivo  de  definir  y  delimitar  debidamente  los  supuestos  bajo  los 
cuales  el  individuo  podría  ser  lícitamente  coaccionado.  Estimá- 
base  que  solo  la  salvaguardia  del  interés  general  podía  justificar 
el  recurso  a  la  coerciön  e  identificábase  dicho  interés  general 
con  el  colectivo  sometimiento  a  un  esquema  normativo  que  a 
todos  obligara. 

Quedö,  sin  embargo,  este  conjunto  de  nobles  principios 
liberales  relegado  a  segundo  plano,  e  incluso  casi  olvidado,  en 
la  medida  en  que,  de  manera  general,  llegö  a  prevalecer  la  idea 
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de  que,  establecido  el  control  democrático  del  comportamien- 
to  de  los  örganos  de  gobierno,  resultaba  por  completo  innece- 
saria  la  adopciön  de  cualquier  otra  medida  encaminada  a  garan- 
tizar  el  adecuado  uso  del  poder.  No  fueron  tanto  olvidados  los 
antiguos  principios  como  despojado  de  contenido  su  verbal  ex- 
presiön  a  través  de  la  paulatina  alteraciön  del  significado  de  los 
correspondientes  vocablos.  El  más  fundamental  de  los  términos 
sobre  el  que  las  förmulas  del  constitucionalismo  liberal  clásico 
se  basara  fue  el  de  «ley».  Modificado  su  significado,  quedaron 
también  hueros  de  contenido  todos  los  restantes  principios  clá- 
sicos  del  planteamiento  liberal. 


Leyes  «versus»  disposiciones 

Para  los  primeros  teöricos  del  constitucionalismo  el  término 
«ley»  tuvo  siempre  un  significado  preciso  y  concreto.  Preten- 
díase  garantizar  la  libertad  individual  por  la  vía  de  someter  a 
la  ley  el  poder  gubernamental,  interpretada  aquélla  en  el  sen- 
tido  apuntado.  En  el  siglo  xix,  los  teöricos  de  la  ciencia  jurídica 
la  definieron  finalmente  como  el  conjunto  de  normas  regulado- 
ras  de  las  relaciones  sociales  que,  aplicables  a  un  indeterminado 
numero  de  casos  futuros,  quedan  integradas  por  un  conjunto 
de  prohibiciones  susceptibles  de  delimitar  (aunque  no  de  espe- 
cificar)  cuáles  deben  ser  los  espacios  dominicales  que  a  cada 
uno  de  los  individuos  o  grupos  organizados  deben  corresponder. 
Tras  un  extenso  debate  a  lo  largo  del  cual  los  juristas  — espe- 
cialmente  los  de  la  escuela  jurisprudencial  alemana —  llegaron 
a  elaborar  la  apuntada  definiciön  de  lo  que  denominaron  «ley 
en  su  sentido  material»,  dicha  interpretaciön  fue  inesperada- 
mente  abandonada  en  virtud  de  lo  que  hoy  bien  cabe  considerar 
una  ingenua  objeciön:  que,  segun  dicha  interpretaciön,  las  nor- 
mas  constitucionales  no  podrían  ser  conceptuadas  ley  en  el  sen- 
tido  material  del  término.  Pero  claro  está  que  tales  disposicio- 
nes  no  son  normas  de  conducta  en  sentido  propio,  sino  dispo- 
siciones  relativas  a  la  organizaciön  que  se  ocupa  del  desarrollo 
de  la  funciön  de  gobierno,  disposiciones  que,  como  cualquier 
otra  relacionada  con  el  mero  control  de  la  funciön  publica,  pue- 
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den  ser  oportunamente  alteradas,  en  contraste  con  lo  que  sucede 
con  las  normas  correspondientes  a  losDerechosPrivadoy  Penal. 

Pretendíase  mediante  la  ley  impedir  la  adopciön  de  compor- 
tamientos  no  coincidentes  con  la  justicia,  entendiéndose  que  ésta 
exigía  la  aplicaciön  a  todos  los  ciudadanos  de  similares  princi- 
pios,  mecánica  que  se  contrastaba  con  la  introducciön  de  disposi- 
ciones  o  privilegios  que  unicamente  afectaran  a  contados  grupos 
concretos.  ^Quién  sería  hoy  capaz  de  suscribir  la  opiniön  sus- 
tentada,  hace  doscientos  años,  por  John  Madison,  en  el  sentido 
de  que  «la  Cámara  de  Representantes  no  debe  hacer  ley  alguna 
que,  afectando  a  la  generalidad  de  las  gentes,  no  incida  también 
por  igual  sobre  cuantos  la  integran,  así  como  sobre  sus  prote- 
gidos  y  amigos»?  Con  la  aparente  victoria  de  los  principios 
propiciadores  del  control  democrático  del  gobierno,  una  sola 
asamblea  llegö  simultáneamente  a  disponer  de  la  capacidad 
legislativa  y  de  la  de  emitir  disposiciones  relacionadas  mera- 
mente  con  el  desarrollo  de  la  funcién  de  gobierno.  Tuvo  ello 
por  ineluctable  efecto  el  que  la  autoridad  gubernamental  supre- 
ma  pudiera,  a  partir  de  tal  momento,  establecer  las  normas  lega- 
les  que  considerara  más  oportunas  en  orden  a  asegurar  el  más 
adecuado  logro  de  los  objetivos  por  ella  perseguidos,  mecánica 
que  sin  duda  implica  el  abandono  del  principio  del  «gobierno 
bajo  la  ley».  Y  aunque  resulta  legítimo  exigir  que  tanto  la  nor- 
mativa  legal  propiamente  dicha  como  las  disposiciones  mera- 
mente  encaminadas  al  control  del  aparato  gubernamental  queden 
sometidas  al  oportuno  control  democrático,  la  coincidencia  de 
una  y  otra  responsabilidad  en  manos  de  una  misma  asamblea 
(o  asambleas)  ha  significado  el  retorno  de  la  humanidad  a  preté- 
ritos  esquemas  de  gobierno  omnipotente. 

A  lo  largo  del  aludido  proceso  quedö  también  invalidado 
el  fundamental  principio  segun  el  cual  un  gobierno  democrá- 
tico,  por  estar  sometido  a  los  deseos  de  la  mayoría,  nada  puede 
hacer  que  no  coincida  con  el  interés  general,  principio  que  si 
bien  goza  de  plena  validez  en  el  caso  de  un  örgano  de  gobierno 
ocupado  unicamente  de  establecer  leyes  de  carácter  general  (o 
de  cuestiones  que  verdaderamente  afecten  al  interés  general) , 
no  sölo  no  reza ,  sino  que  incluso  resulta  totalmente  incompa- 
tible,  con  una  instituciön  que,  en  la  medida  en  que  disponga 
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de  poderes  ilimitados,  no  dudará  en  hacer  uso  de  ellos  para 
lograr  el  apoyo,  no  solo  de  ciertos  grupos  sociales,  sino  también 
de  cualquier  ciudadano  que,  a  nivel  individual,  disponga  de 
suficiente  poder.  Como  cualquier  otro  organismo  dotado  de  po- 
deres  de  la  especie  indicada  y  que  no  los  someta  a  determinados 
principios  de  justicia,  por  la  vía  del  respeto  a  una  normativa 
de  tipo  general,  constantemente  se  verá  obligado  a  otorgar  a 
los  grupos  de  presion  determinadas  ventajas  discriminatorias  al 
objeto  de  poder  contar  con  su  apoyo.  No  cabe,  desde  luego, 
pensar  que  cuantas  «exigencias  políticas»  las  modernas  demo- 
cracias  movilizan  gocen  del  refrendo  de  la  mayoría. 


Leyes  y  gobierno  arbitrario 

E1  resultado  de  la  aludida  evolucion  no  sölo  liberö  al  go- 
bierno  de  la  ley,  sino  que  vaciö  también  por  completo  de  conte- 
nido  el  concepto  de  «ley».  En  contraste  con  lo  que  John  Locke 
preconizara,  la  actuaciön  del  örgano  legislativo  dejö  de  estar 
limitada  a  la  labor  de  confeccionar  leyes  asimilables  a  lo  que 
el  concepto  de  «norma  general  de  justo  comportamiento» 
ampara.  Se  considerö  a  partir  de  tal  momento  «ley»  cuantas 
disposiciones  el  örgano  legislativo  considere  oportuno  emitir. 
E1  citado  örgano  dejö  de  ser  llamado  «legislativo»  porque  fuera 
fuente  de  ley,  pasando  a  ser  considerado  «ley»  cuanto  el  mismo 
dispusiera.  E1  noble  término  «ley»  perdiö  así  por  completo  su 
prístino  significado,  pasando  a  abarcar  también  una  serie  de 
decisiones  legales  que  los  fundadores  del  constítucionalismo  no 
hubieran  dudado  en  calificar  de  arbitrarias.  E1  örgano  legisla- 
tivo  pasö  a  ocuparse,  fundamentalmente,  de  simples  cuestiones 
de  gobierno,  con  lo  que  fue  relegando  a  lugar  meramente  subsi- 
diario  los  aspectos  verdaderamente  legislativos  de  su  actividad. 

En  no  menor  medida  fue  perdiendo  también  su  prístino 
significado  el  término  «arbitrario»,  que  originalmente  aludiera 
a  «lo  que  no  está  sujeto  a  norma»,  es  decir,  a  cuanto  es  pro- 
ducto  de  alguna  concreta  decisiön  no  encuadrada  dentro  de  un 
marco  normativo  que  goce  de  general  respaldo.  En  este  espe- 
cífico  correcto  sentido  del  término,  hasta  las  decisiones  tomadas 
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por  un  autöcrata  pueden  ser  legales,  a  la  vez  que  pueden  resul- 
tar  arbitrarias  las  establecidas  por  un  örgano  mayoritario.  Hasta 
el  propio  Rousseau,  autor  al  que  fundamentalmente  corresponde 
la  responsabilidad  de  haber  introducido  en  el  ámbito  político 
el  poco  afortunado  concepto  de  «voluntad»,  no  dejö  de  percibir 
por  lo  menos  en  determinados  pasajes,  que  para  que  una  con- 
creta  decision  de  esa  «voluntad»  pudiera  ser  considerada  justa 
debería  contemplar  su  generalizada  aplicacion,  lo  cual,  desde 
luego,  no  coincide  con  las  decisiones  legales  adoptadas  mayori- 
tanamente  por  los  modernos  örganos  legislativos,  en  cuyo  ám- 
bito  se  considera  lícito  cuanto  contribuya  a  incrementar  el  apoyo 
popular  a  aquellas  medidas  que  el  gobierno  decida  propiciar. 

Un  parlamento  soberano  y  omnipotente  que  no  deba  limitar 
su  actividad  legislativa  a  la  adopciön  de  leyes  de  tipo  general 
tmplica  no  sölo  gobierno  arbitrario,  sino  también,  lo  que  en- 
cierra  aun  mayor  peligro,  una  modalidad  de  gobierno  que  aun- 
que  lo  pretendiera,  no  podría  ajustar  su  comportamiento  a 
prmcipto  moral  o  ético  alguno,  ya  que  siempre  estará  obligado 
a  propiciar  para  sí  el  respaldo  de  la  mayoría  — de  la  que  su 
existencia  depende —  por  vía  de  Ia  concesiön  de  favores  secta- 
rios  a  determmados  grupos  de  interés.  Su  propia  autoridad 
aepende  de  que,  a  nivel  social,  se  avenga  a  introducir  prácticas 
discnminatorias  con  relaciön  a  los  ciudadanos.  E1  modelo  par- 
lamentano  británico  — que  en  Occidente  por  doquier  se  ha 
mtentado  tmitar  introdujo  a  nivel  político  no  sölo  el  principio 
de  la  representatividad,  sino  también,  por  desgracia,  el  de  la 
soberanía  parlamentaria,  es  decir,  la  idea  de  que  las  cámaras 
representativas  aeben  gozar  de  poderes  ilimítados.  Son,  sin  em- 
argo,  irreconciliables  entre  si  los  conceptos  de  soberanía  de  la 
ley  y  de  soberanía  parlamentaria;  lo  que  no  impide  que,  en  la 
actualidad,  ante  la  afirmaciön  del  diputado  señor  Enoch  Powell 
en  el  sentido  de  que  «la  introducciön  de  una  ”Tabla  de  Dere- 
chos  ’  es  medtda  incompatible  con  nuestra  libremente  asumida 
Constituciön»,  se  apresure  a  asentir  el  señor  Callagher,  asegu- 
randoie  que  suscribe  totalmente  sus  palabras  \ 


_  '  Cámara  c,e  l°s  C°munes,  17  de  mayo  de  1977.  No  sería  necesario 
establecer  una  «Tabla  de  Derechos  Humanos».  Bastaría  con  que  cual- 
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Es  preciso,  por  lo  tanto,  reconocer  que  la  razön  amparaba 
a  aquellos  americanos  que,  hace  doscientos  años,  argumentaban 
ya  que  un  örgano  parlamentario  no  sometido  a  limitaciön  lleva- 
ba  en  sus  entrañas  la  sentencia  de  muerte  de  la  libertad  indivi- 
dual.  Porque  es  lo  cierto  que,  al  parecer,  hoy  en  día,  la  Consti- 
tuciön  no  tiene  por  qué  amparar  la  libertad  individual,  sino  que 
debe  ser  tan  sölo  oportuno  cauce  que  asegure  que  la  mayoría 
parlamentaria  pueda  comportarse  de  manera  arbitraria  siempre 
que  lo  juzgue  conveniente.  Preciso  resultar  elegir  entre  la  liber- 
tad  individual  y  la  libertad  parlamentaria.  Requiere  la  primera 
que  toda  fuente  de  autoridad  se  vea  limitada  por  principios  in- 
amovibles,  de  carácter  general,  y  compartidos  por  las  gentes. 

Del  trato  discriminatorio  a  la  arbitraria 

TOMA  DE  DECISIONES 

Hubo  de  transcurrir  cierto  tiempo  para  que  los  efectos  de 
la  democracia  ilimitada  se  dejasen  notar.  Durante  dicho  perío- 
do,  los  hábitos  tradicionales  propios  del  constitucionalismo  libe- 
ral  lograron,  hasta  cierto  punto,  limitar  la  expansiön  del  poder 
gubernamental.  Pero  cuando  se  intentö  aplicar  el  modelo 
democrático  a  países  que  no  disponían  de  las  aludidas  tradicio- 
nes,  no  tardö  en  desintegrarse.  En  aquellos  otros  en  los  que, 
por  el  contrario,  existía  cierta  tradiciön  de  gobierno  represen- 
tativo,  las  primeras  grietas  en  las  defensas  establecidas  contra 
el  abuso  del  poder  aparecieron  bajo  el  influjo  de  motivaciones 
de  índole  social.  Se  estimö,  en  efecto,  que  no  constituía  discri- 
minaciön  la  adopciön  de  medidas  orientadas  a  mejorar  la  suerte 
de  los  estamentos  más  necesitados.  (A  este  respecto,  reciente- 
mente,  incluso  se  ha  inventado  el  incoherente  término  «sub- 
privilegiado».)  Ahora  bien,  en  la  medida  en  que  se  pretenda 
equiparar  entre  sí  las  posiciones  econömicas  de  gentes  que 

quier  tipo  de  poder  gubernamental  respetara  una  sola  condicion:  que  la 
ünica  coercion  permitida  fuera  la  orientada  a  salvaguardar  el  respeto  a 
la  ley,  entedida  ésta  segün  el  enfoque  al  que  hemos  hecho  referencia. 
Quedarían  con  ello  salvaguardados,  no  solo  todos  los  derechos  funda- 
mentales  hasta  ahora  reconocidos,  sino  también  muchos  otros. 
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ínevitablemente  han  de  diferir  en  lo  que  respecta  a  muchas  de 
las  circunstancias  de  las  cuales  su  éxito  materiai  depende,  re- 
sulta  inevitable  recurrir  al  trato  discriminatorio. 

Aunque  fuera  por  motivos  humanitarios,  el  abandono  del 
l  principio  de  la  igualdad.de  trata  ..ante.  la.  ley  abriö  el  camino  a 
la  arbitrariedad.  Y  fue  al  objeto  de  ocultar  dicha  realidad  por 
lo  que  se  recurriö  al  uso  del  término  «justicia  social»,  expresiön 
cuyo  concreto  significado  nadie  es  capaz  de  establecer,  pero  que, 
precisamente  por  ello,  ha  servido  de  mágico  talismán  con  cuyo 
auxilio  se  ha  conseguido  derribar  cuantas  barreras  se  oponían 
a  la  introducciön  de  medidas  sectarias.  La  vía  más  expedita 
para  lograr  el  apoyo  de  la  mayoría  consiste  en  otorgar  a  ciertos 
grupos  ventajas  discriminatorias  cuyo  impacto  recaiga  sobre 
estamentos  sociales  de  difícil  identificacion.  Ahora  bien,  una 
vez  asumida  por  cualquier  gobierno  u  örgano  parlamentario 
una  labor  de  tipo  caritativo,  resulta  obligado  que,  a  partir  de 
tal  momento,  quede  sometido  a  irresistible  extorsiön.  Pronto 
la  asignaciön  de  las  correspondientes  ventajas  perderá  toda  rela- 
ciön  con  el  «mérito»  de  cada  iniciativa,  quedando  simplemente 
vinculado  a  su  «necesidad  política». 

No  corresponde,  sin  embargo,  la  responsabilidad  de  esa 
legalizada  corrupciön  a  los  estamentos  políticos,  puesto  que, 
para  poder  desarrollar  su  labor  con  un  mínimo  de  eficacia,  inde- 
fectiblemente  se  ven  obligados  a  dar  su  anuencia  a  la  citada 
corrupciön.  Llega  así  el  fenömeno  a  convertirse  en  ineluctable 
componente  de  cualquier  sistema  político  que,  a  cambio  del 
necesario  apoyo  político,  se  vea  en  la  necesidad  de  otorgar  espe- 
cíficos  favores  sectoriales.  Una  asamblea  que  disponga  de  pode- 
res  ilimitados  es  incapaz  de  resistirse  a  la  presiön  del  aludido 
proceso,  cosa  que  sölo  podrán  hacer  aquellas  instituciones  legis- 
lativas  que  unicamente  se  ocupen  de  la  confecciön  de  normas 
generales  de  comportamiento,  o  bien  aquellos  érganos  de  go- 
bierno  que  sölo  estén  autorizados  a  aplicar  la  coerciön  al  objeto 
de  garantizar  el  general  sometimiento  a  un  conjunto  de  normas 
que  no  esté  en  su  mano  alterar.  No  cabe  duda,  desde  luego,  que 
aun  en  el  supuesto  de  que  el  gobierno  quedara  por  completo 
privado  de  la  posibilidad  de  recurrir  a  la  discríminatoria  coer- 
ciön,  podrían  los  estamentos  gobernantes  adoptar  actitudes  tam- 
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bién  discriminatorias  en  lo  que  se  refiere  a  la  prestacion  de  los 
servicios  colectivos.  Trataríase,  sin  embargo,  de  un  fenomeno 
de  carácter  mucho  menos  nocivo  y  que  con  mayor  probabilidad 
de  éxito  cabría  seguramente  evitar.  Por  añadidura,  una  vez 
privado  el  gobierno  central  de  toda  discriminatoria  capacidad 
coercitiva,  sería  tan  conveniente  como  posible  delegar  el  control 
de  la  gestiön  de  la  mayor  parte  de  los  servicios  püblicos  a  orga- 
nismos  de  tipo  local  que  entre  sí  quedarían  obligados  a  competir 
en  el  desarrollo  de  una  más  eficaz  gestiön. 


La  separaciön  de  poderes  como  medio  de  evitar 

LA  OMNIPOTENCIA  GUBERNAMENTAL 

De  cuanto  queda  expuesto  parece  obligado  concluir  que  una 
asamblea  representativa  a  la  que  hayan  sido  atribuidos  poderes 
ilimitados  (es  decír,  una  asamblea  dotada  de  potestades  sobera- 
nas)  necesariamente  habrá  de  verse  obligada  a  incrementar  pau- 
latinamente  el  alcance  de  los  mismos,  realidad  que  sölo  será 
posible  obviar  por  la  vía  de  la  introducciön  de  la  divisiön  de 
poderes  entre  dos  cámaras  democráticas  independientes,  es 
decir,  mediante  la  aplicaciön  del  principio  de  la  divisiön  del 
poder  al  más  alto  nivel  institucional. 

Esas  dos  cámaras  deberán,  sin  duda,  tener  diferente  compo- 
siciön  en  la  medida  en  que  se  pretenda  que  la  legislaciön  repre- 
sente  la  opinián  del  pueblo  acerca  de  cuáles  deban  ser  los  actos 
de  gobierno  que  procede  considerar  justos  y  que  la  gubernamen- 
tal  exprese  la  voiuntad  de  las  gentes  en  cuanto  a  cuáles  deban  ser 
las  medidas  concretas  a  adoptar,  encuadradas  éstas  siempre  en  el 
marco  normativo  que  la  primera  cámara  oportunamente  esta- 
blezca.  Para  ejercer  convenientemente  esta  segunda  funciön 
— que  es  la  que  de  manera  fundamental  han  venido  desarrollan- 
do  los  existentes  parlamentos —  son  perfectamente  adecuados 
tanto  los  métodos  de  trabajo  como  la  organizaciön  interna  de  las 
existentes  cámaras,  como  lo  es  también,  aün  en  mayor  medída, 
su  actual  estructura  basada  en  el  respectivo  peso  de  los  partidos, 
esquema  que  hasta  se  me  antoja  imprescindible  a  la  adecuada 
gestiön  de  las  cuestiones  relativas  a  la  gobernaciön  de  un  país. 
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No  hay  duda  de  que  la  razön  amparaba  a  los  grandes  teori- 
cos  del  siglo  xvm  que  siempre  se  mostraron  reticentes  en  cuan- 
to  a  la  influencia  que  los  partidos  políticos  debieran  tener  en 
una  cámara  verdaderamente  dedicada  al  desarrollo  de  la  labor 
legislativa.  Y  es  indudable  que  la  actual  estructura  parlamen- 
taria  es,  en  muchos  aspectos,  escasamente  adecuada  al  ejercicio 
de  la  funciön  legislativa  propiamente  dicha.  Carecen  los  actua- 
les  parlamentarios,  en  efecto,  del  sosiego  y  adecuada  predispo- 
siciön  de  ánimo  que  el  debido  desarrollo  de  dicha  labor 
requiere. 


CAPITULO  XVII 


Una  Constituciön  ideal 


En  materia  constitucional  y  de  gobierno  conviene  siempre 
conocer  lo  más  perfecto  para  poder  ir  aproximando  a  ese  ideal  las 
instituciones  existentes,  introduciendo,  sin  embargo,  en  todo  mo- 
mento,  cualquier  innovacion,  de  manera  tan  paulatina  que  no  se 
cause  excesivo  trastorno  a  la  sociedad. 

David  Hume  * 


El  equivocado  enfoque  dado  a  las  instituciones 

REPRES ENTATIVA  S 

A  la  luz  de  la  experiencia  desde  entonces  obtenida,  (Jcömo 
cabe  hoy  contribuir  mejor  a  que  lleguen  a  materializarse  los 
propösitos  que,  hace  casi  doscientos  años,  inspiraron  a  los  pa- 
dres  de  la  Constituciön  americana  en  sus  intentos  de  levantar  a 
los  apuntados  efectos  un  deliberado  esquema  institucional? 
Porque,  aun  cuando  los  fines  perseguidos  sigan  siendo  los  mis- 
mos,  los  resultados  tanto  de  aquel  gran  experimento  como  de 
sus  numerosas  imitaciones  encierran  para  nosotros  elocuentes 
enseñanzas.  Sabemos,  en  efecto,  ahora,  por  qué  se  vieron  de- 
fraudadas  las  esperanzas  puestas  en  la  idea  de  que,  a  través 
de  aquellos  modelos  constitucionales,  se  lograría  de  manera 
eficaz  limitar  la  incidencia  del  poder  gubernamental.  Creyeron 
sus  autores  que,  por  la  vía  de  la  separaciön  de  poderes  entre 
los  örganos  legislativo,  ejecutivo  y  judicial,  gobernantes  y  ciu- 
dadanos  quedarían  en  igual  medida  sometidos  a  xm  unico 

''  David  Hume,  Essays,  Parte  II,  Essay  XVI,  «The  Idea  of  a 
Perfect  Commonwealth».  (Trad.  esp.  en  Ensayos  políticos,  Union  Edi- 
torial,  Madrid,  1975). 
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esquema  normativo  general.  Difícilmente  pudieron  prever  que, 
al  concedérsele  también  al  örgano  legislativo  la  responsabilidad 
del  quehacer  gubernamental,  la  tarea  de  elaborar  las  normas  de 
conducta  y  la  de  dirigir  las  específicas  cuestiones  de  gobierno 
llegarían  a  confundirse  hasta  extremos  tales  que  el  término  ley 
dejaría  de  hacer  ünicamente  referencia  a  ese  conjunto  de  nor- 
mas  generales  de  conducta  cuya  existencia  impide  la  incidencia 
de  la  arbitraria  coerciön.  No  llegö  a  lograrse,  por  tal  motivo, 
la  deseada  separaciön  de  poderes,  surgiendo,  por  el  contrario, 
en  su  lugar,  en  los  Estados  Unidos,  un  sistema  político  en 
virtud  del  cual,  a  menudo  en  detrimento  de  la  eficacia,  el  cui- 
dado  de  las  cuestiones  de  gobierno  quedö  escindido  entre  el 
Ejecutivo  y  la  Asamblea  de  Representantes,  instituciones  que, 
al  ser  elegidas  segün  principios  diferentes  y  en  momentos  tam- 
bién  dispares,  con  frecuencia  han  provocado  indudable  conflic- 
to  de  competencias. 

Ha  quedado  ya  consignado  que  la  conveniencia  de  que  tanto 
la  funciön  relativa  a  la  elaboraciön  de  normas  generales  de 
conducta  como  la  relacionada  con  la  gestiön  de  los  asuntos 
de  gobierno  queden  en  manos  de  asambleas  representativas  en 
modo  alguno  implica  que  una  y  otra  responsabilidad  deban 
coincidir  en  un  mismo  organismo.  De  hecho,  a  lo  largo  del 
desarrollo  histörico  experimentado  por  las  instituciones  repre- 
sentativas,  existiö  una  fase  previa  que  quizá  sugiera  una  solu- 
ciön  alternativa '.  E1  control  de  la  gestiön  de  gobierno  se  basö 

1  Desde  hace  mucho  tiempo  vengo  ocupándome  de  la  idea  de  que 
resulta  necesario  proceder  a  la  reforma  de  las  existentes  asambleas  re- 
presentativas.  Es  ésta  idea  a  la  que  he  dedicado  diversos  trabajos.  Creo 
que  abordé  por  primera  vez  el  tema  en  una  charla  titulada  «New  Nations 
and  the  Problem  of  Power»,  publicada  en  Listener,  nümero  64,  Londres, 
el  10  de  noviembre  de  1960.  Véase  también  mi  ensayo  «Libertad  bajo 
la  Ley»,  en  Orientacwn  Economica,  abril  de  1962,  Caracas:  «Recht, 
Gesetz  und  Wirtschaftsfreihei»,  Hundert  Jahre  Industrie  -  und  Handels- 
kammer  zu  Dortmund  1863-1963  (Dortmund,  1963);  trabajo  que  vio 
de  nuevo  la  luz  en  el  Frankfurter  Allgemeine  Zeitung  el  1  y  2  de  mayo 
1963.  Cfr.  también  mi  obra  Freiburger  Studien  (Tubinga,  1969);  «The 
Principles  of  a  Liberal  Social  Order»,  II  Politico,  diciembre  1966;  Stu- 
dies  in  Philosophy,  Politics  and  Economics  (Londres  y  Chicago,  1967); 
«Die  Anschauungen  der  Mehrheit  und  die  zeitgenössische  Demokratie», 
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inicialmente,  en  efecto,  en  la  vigilancia  y  limitacion  del  volu- 
men  total  del  ingreso  püblico.  En  Gran  Bretaña,  en  virtud  de 
una  evoluciön  histörica  iniciada  a  finales  del  siglo  xiv,  esa  ges- 
tiön  fiscalizadora  fue  poco  a  poco  pasando  a  manos  de  la  Cá- 
mara  de  los  Comunes.  Y  cuando,  a  finales  del  siglo  xvn,  el 
exclusivo  control  de  la  citada  Cámara  sobre  la  funciön  recauda- 
toria  recibiö  el  definitivo  respaldo  de  la  de  los  Lores,  este  ülti- 
mo  örgano,  en  su  calidad  de  asamblea  suprema,  retuvo  para  sí 
la  tarea  de  estructurar  la  Common  Laiv.  ^No  habría  sido  lögico 
que,  al  concedérsele  a  la  primera  de  las  citadas  Cámaras  el  mo- 
nopolio  de  la  gestiön  de  gobierno,  la  segunda  hubiera  retenido 
para  sí,  también  de  manera  exclusiva,  ia  responsabilidad  de 
desarrollar  legislativamente  el  esquema  general  normativo? 

Ello,  sin  embargo,  no  fue  posible  en  la  medida  en  que  la 
Cámara  Alta  siguiö  representando  los  concretos  intereses  de 
un  reducido  y  privilegiado  estamento  social.  Ahora  bien,  una 
divisiön  funcional  y  no  clasista  de  las  aludidas  competencias 
podría  haber  adjudicado  a  la  Cámara  de  los  Comunes  la  res- 
ponsabilidad  tanto  de  la  gestiön  püblica  como  de  la  admi- 
nistraciön  de  los  medios  econömicos  puestos  a  disposiciön  del 
gobierno,  quedando,  sin  embargo,  dicha  cámara  ünicamente 
autorizada  a  hacer  uso  de  la  coerciön  dentro  de  los  límites  esta- 
blecidos  por  la  normativa  general  emanada  de  la  de  los  Lores. 
Con  tales  supuestos,  la  de  los  Comunes  habría  podido  libre- 
mente  organizar,  como  queda  dicho,  todo  lo  relativo  a  la  ges- 
tiön  püblica.  Ahora  bien,  aunque  habría  podido  dictar  cuantas 
normas  hubiera  considerado  convenientes  en  orden  a  orientar 


Ordo  15/16  (Düsseldorf,  1963);  «The  Constitution  of  a  Liberal  State», 
II  Politico  31,  1967;  The  Confusion  of  Language  in  Political  Thought 
(Institute  of  Economic  Affairs,  Londres,  1968)  y,  por  ültimo,  Economic 
Freedom  and  Kepresentative  Government  (Institute  of  Economic  Affairs, 
Londres,  1973).  La  mayor  parte  de  los  más  recientes  trabajos  en  torno 
a  este  tema  han  sido  recogidos  en  mi  obra  New  Studies  in  Philosophy, 
Politics,  Economics  and  the  Llistory  of  Ideas  (Londres  y  Chicago,  1977). 
Mis  ültimas  reflexiones  a  este  respecto  quedan  recogidas  en  Three  Lec- 
tures  on  Democracy,  Justice  and  Socialism  (Sydney,  1977),  obra  de  la 
que  existen  traducciones  al  alemán,  español  (Democracia,  Justicia  y 
Socialismo.  Union  Editorial,  Madrid,  1977)  y  portugués. 
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debidamente  la  conducta  de  sus  funcionarios,  ni  ella  ni  éstos 
hubieran  podido  ejercer  coacciön  alguna  sobre  el  ciudadano 
normal,  excepcion  hecha  de  aquello  que  el  obligado  someti- 
miento  de  todos  a  las  normas  establecidas  o  refrendadas  por 
la  Cámara  Alta  pudiera  haber  exigido.  En  tales  condiciones, 
hubiera  resultado  lögico  encomendar  la  soluciön  de  los  proble- 
mas  de  gobierno  a  los  criterios  sustentados  por  la  mayoría, 
expresada  ésta  a  través  de  la  Cámara  Baja.  Un  gobierno  del  tipo 
aludido,  sin  embargo,  en  sus  relaciones  con  el  ciudadano  nor- 
mal  en  todo  momento  hubiese  estado  sometido  a  exigencias 
normativas  que  no  habría  podido  alterar  en  beneficio  del  más 
eficaz  logro  de  alguna  concreta  apetencia.  La  mencionada  sepa- 
racion  de  competencias  habna  generado  poco  a  poco  una  clara 
distincion  entre  el  contenido  de  las  normas  generales  de  con- 
y  correspondiente  a  las  directrices  establecidas  por  el 
gobíerno.  Pronto  se  habna  advertido  la  necesidad  de  recurrir 
a  algun  tribunal  superior  capaz  de  dirimir  los  conflictos  surgi- 
dos  entre  una  y  otra  de  las  citadas  asambleas  representativas, 
lo  que,  a  su  vez,  habría  dado  lugar  a  una  todavía  más  nítida 
distinciön  conceptual  entre  las  normas  del  Derecho  Privado 
(incluido  el  Penal)  y  las  del  Derecho  Publico,  normas  todas  ellas 
que  hoy  entre  sí  se  confunden  bajo  el  comün  apelativo  de  «ley». 

La  coincidencia  de  tareas  tan  diferentes  en  una  ünica  asam- 
blea  parlamentaria,  por  el  contrario,  ha  dotado  cada  vez  de 
mayor  vaguedad  a  los  conceptos  de  referencia.  Hemos  visto  ya 
cuan  difícil  resulta  establecer  en  este  aspecto,  íncluso  a  nivel 
del  más  moderno  pensamiento  jurídico,  las  oportunas  distin- 
ciones.  Una  satisfactoria  soluciön  al  problema  quizá  exija  una 
mas  profunda  comprensiön  de  toda  esta  temática.  Tal  ha  sido, 
sin  embargo,  la  mecánica  segün  la  cual  ha  ido  avanzando  síem- 
pre  la  ciencia  jurídica. 


Acerca  de  las  ventajas  que  el  hecho  de  disponer. 
DE  UNA  CONSTITUCIÖN  IDEAL  PUEDE  PROPORCIONAR 

Admitido  el  supuesto  de  que  es  posible  distinguir  nítida- 
mente  entre  las  dos  clases  de  normas  que  hoy  quedan  englo- 
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badas  bajo  la  comün  denominaciön  de  ley,  y  partiendo  siempre 
de  la  idea  de  que  se  considere  que  tanto  la  funciön  legislativa 
— en  el  sentido  estricto  del  término —  como  la  gubernamental 
deben  ser  abordadas  por  vías  democráticas,  es  posible  estable- 
cer  con  mayor  precisiön  aün  la  distinciön  que  nos  ocupa,  proce- 
diendo  a  describir  con  cierto  detalle  algün  esquema  constitu- 
cional  que  garantice  una  verdadera  separaciön  de  poderes  entre 
las  aludidas  instituciones  representativas.  A1  presentar  las  pro- 
puestas  que  subsiguen  no  es  mi  propösito  establecer  un  esque- 
ma  constitucional  que  deba  ser  aplicado  a  la  realidad  presente. 
No  intento  sugerir  que  países  que  hoy  disponen  de  una  firme 
tradiciön  constitucional  deban  sustituir  sus  esquemas  de  go- 
bierno  por  otros  más  compatibles  con  el  modelo  aquí  propues- 
to.  Ahora  bien,  dejando  aparte  el  hecho  de  que  los  principios 
generales  a  los  que  en  las  páginas  anteriores  hemos  hecho 
referencia  han  de  quedar  sin  duda  mejor  definidos  si  intenta- 
mos  teöricamente  describir  una  Constituciön  que  sea  capaz  de 
encamarlos,  en  mi  opiniön,  otras  dos  razones  justifican  tal 
esfuerzo. 

Pocos  son  los  países,  en  primer  lugar,  que  han  tenido  la 
suerte  de  disponer  de  una  enraizada  tradiciön  constitucional. 
Excepciön  hecha  del  mundo  de  habla  inglesa,  es  probable  que 
sölo  Suiza  y  alguna  pequeña  naciön  de  la  Europa  septentrional 
puedan  legítimamente  presumir  de  tal  condiciön.  La  mayor  par- 
te  de  las  restantes  comunidades  nacionales  no  han  logrado 
nunca  mantener  vigente  por  suficiente  espacio  de  tiempo  un 
sistema  contitucional  como  para  que  el  mismo  haya  podido 
verdaderamente  arraigar  en  el  espíritu  de  las  gentes.  Muchos, 
incluso,  carecen  de  ese  conjunto  de  hábitos  y  opiniones  que,  en 
pueblos  más  afortunados,  han  permitido  el  correcto  funciona- 
miento  de  esquemas  constitucionales  que  quizá  nunca  tomaron 
forma  explícita  y  que  en  ciertos  casos  ni  siquiera  llegaron  a 
adoptar  forma  escrita.  Todo  esto  es  aün  más  cierto  de  esas 
nuevas  naciones  que,  carentes  de  hábitos  y  tradiciones  que  ni 
remotamente  cabe  asimilar  a  esos  otros  cuya  existencia  el  ideal 
del  Estado  de  Derecho  presupone,  han  procedido  a  adoptar, 
sin  embargo,  el  modelo  democrático. 

Para  que  esas  adecuaciones  constitucionales  no  aboquen  al 
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fracaso,  es  necesario  que  muchos  de  los  supuestos  que,  por 
haber  sido  tácitamente  admitidos  en  el  mundo  occidental,  han 
impedido  el  abuso  del  poder  queden  incorporados  a  los  esque- 
mas  constitucionales  de  esas  nuevas  democracias.  E1  que  el 
éxito  hasta  ahora  no  haya  coronado  la  mayor  parte  de  los  inten- 
tos  encaminados  a  introducir  en  esos  otros  países  los  métodos 
democráticos  no  implica  que  ello  no  sea  viable;  pone  simple- 
mente  de  manifiesto  que  los  buenos  resultados  logrados  por 
las  instituciones  que  durante  cierto  tiempo  funcionaron  acepta- 
blemente  en  Occidente  presuponen  la  aceptaciön  de  unos  prin- 
cipios  que  allí  gozaron  de  general  respaldo,  principios  que,  sin 
embargo,  deben  formar  parte  de  los  correspondientes  textos 
constitucionales  en  aquellos  casos  en  los  que  no  disponen  de 
general  aceptaciön.  Nada  nos  autoriza  a  suponer  que  las  espe- 
cíficas  formas  democráticas  que  entre  nosotros  han  funcionado 
satisfactoriamente  tengan  necesariamente  que  producir  análogos 
resultados  positivos  en  otros  contextos  sociales.  La  experiencia, 
Por  el  contrario,  más  bien  parece  negar  el  citado  supuesto. 
Sobradas  razones  aconsejan,  por  lo  tanto,  que  procedamos  a 
indagar  acerca  de  como  se  puede  más  adecuadamente  incluir  en 
los  correspondientes  textos  constitucionales  aquellos  conceptos 
cuya  validez  presuponen  las  instituciones  representativas  occi- 
dentales. 

Los  principios  de  referencia  tienen  también  importancia 
fundamental  en  lo  que  se  refiere  a  los  intentos  que  hoy  se 
realizan  en  orden  a  crear  nuevas  instituciones  de  ámbito  supra- 
nacional.  Aunque  adquiera  cada  vez  más  extendida  aceptaciön 
la  idea  de  que,  en  los  momentos  actuales,  resulta  posible  es- 
tructurar  un  orden  jundico  internacional,  es  dudoso  que  quepa  o 
convenga  abordar  la  creaciön  de  örganos  de  gobierno  de  carácter 
supranacional  cuyo  papel  exceda  la  simple  prestaciön  de  deter- 
minados  servicios  concretos.  Si  algo  debiera  a  todos  resultar 
evidente  es  que,  para  que  el  éxito  llegue  a  coronar  el  aludido 
esfuerzo  y  las  nuevas  instituciones  supranacionales  puedan 
llegar  a  sernos  de  alguna  utilidad,  esa  superior  autoridad  quizá 
deba  por  el  momento  limitar  sus  esfuerzos  a  impedir  que  las 
naciones  entre  sí  se  causen  daño,  inhibiéndose  de  todo  intento 
de  exigir  que  los  correspondientes  gobiernos  asuman  concretos 
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compor tamientos .  Mucha  de  la  resistencia  que  comprensible- 
mente  levanta  hoy  entre  las  gentes  la  idea  de  que  hayan  de 
quedar  sometidos  al  dictado  de  una  organizacion  internacional 
desaparecería  en  la  medida  en  que  se  tuviera  la  seguridad  de 
que  las  normas  emanadas  de  esa  nueva  autoridad  estarían  en 
todo  momento  limitadas  al  objetivo  de  impedir  que  tanto  los 
Estados  miembros  como  sus  ciudadanos  asumiesen  determina- 
dos  tipos  de  lesivo  comportamiento.  A  tal  objeto,  sin  embargo, 
será  necesario  arbitrar  algün  método  que  permita  separar  efi- 
cazmente  las  funciones  legislativas  — en  el  sentido  que  al  tér- 
mino  atribuían  quienes  creyeron  en  el  principio  de  la  separaciön 
de  poderes —  de  aquellas  otras  que  ünicamente  hacen  referencia 
a  la  gestiön  de  la  cosa  püblica. 


Principios  básicos 

La  cláusula  crucial  de  nuestra  constituciön  ideal  establecería 
que,  excepciön  hecha  de  la  incidencia  de  circunstancias  anor- 
males  — que  deberían  desde  luego  quedar  claramente  estable- 
cidas — ,  el  ciudadano  sölo  se  vería  obligado  a  hacer  algo  en  la 
medida  en  que  así  lo  especificara  alguna  norma  que,  además  de 
ser  general,  estuviera  orientada  a  garantizar  la  inviolabilidad 
de  las  correspondientes  esferas  individuales.  Sería  también 
condiciön  fundamental  que  el  esquema  normativo  así  estable- 
cido  sölo  pudiera  ser  modificado  por  esa  asamblea  que  venimos 
denominando  legislativa.  Esta  instituciön,  a  su  vez,  normal- 
mente,  sölo  estaría  autorizada  a  actuar  en  la  medida  en  que, 
dando  prueba  de  la  rectitud  de  sus  intenciones,  se  aviniese  a 
establecer  sölo  normas  de  carácter  general  aplicables  a  un  inde- 
terminado  nümero  de  casos  futuros  y  a  renunciar  a  toda  juris- 
dicciön  sobre  cualquier  concreta  aplicaciön  de  las  mismas. 
Comprendería  asimismo  la  cláusula  básica  una  adecuada  defi- 
niciön  de  lo  que  debiera  ser  considerado  ley  en  el  estricto 
sentido  al  que  alude  el  concepto  de  nomos,  al  objeto  de  que 
algün  tribunal  pudiera  decidir  acerca  de  si,  en  cada  concreta 
decisiön  de  la  asamblea  legislativa,  concurrirían  o  no  las  aludi- 
das  características. 
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Tal  definiciön,  sin  embargo,  como  ha  quedado  ya  señalado, 
no  podría  basarse  solo  en  criterios  de  carácter  lögico.  Sería 
necesario  también  que  las  normas  de  referencia,  sin  apuntar  al 
logro  de  finalidad  concreta  alguna,  fueran  susceptibles  de  apli- 
caciön  a  un  numero  indeterminado  de  casos  íuturos  en  los  que 
habrían  de  concurrir  circunstancias  hoy  ignoradas,  facilitándose 
üsi  la  estructuracion  y  conservacion  de  un  orden  abstracto  cuyo 
contenido  también  resultaría  imprevisible.  Quedaría  asimismo 
excluida  la  posibilidad  de  establecer  cualquier  disposiciön  legal 
que  afectara  solo  a  concretos  e  identificables  individuos  o  gru- 
P°S-.Y  debcria,  finalmente,  quedar  también  especificada  la 
condiciön  de  que,  aun  cuando  la  evoluciön  de  las  existentes 
normas  _de  conducta  fuera  competencia  exclusiva  de  la  asam- 
biea  legislativa,  el  contenido  básico  de  las  mismas  debería  en 
todo  momento  reflejar,  no  sölo  las  disposiciones  dictadas  por 
pretéritas  legislaturas,  sino  también  aquellos  otros  criterios 
que,  aunque  todavía  no  estuvieran  plenamente  articulados,  se 
encontraran  ya  implícitamente  contenidos  en  el  espíritu  de 
pretéritas  decisiones,  siendo  en  todo  momento  misiön  de  los 
trxbunales  la  articulaciön  de  los  mismos. 

Mediante  la  aludida  cláusula  maestra,  claro  está,  no  se  in- 
tentaría  concretar  cuáles  deberían  ser  las  específicas  funciones 
dei  gobierno;  pretenderíase  ünicamente  limitar  su  poder  coerci- 
txvo.  Y  aunque,  a  sxx  amparo,  se  establecieran  restricciones  en 
relacion  con  los  medios  que  el  poder  püblico  podría  lícitamente 
utdizar  para  asegurar  la  satisfacciön  de  algunas  de  las  necesi- 
dades  ciudadanas,  no  se  fijaría  límite  alguno  al  contenido  de 
los  correspondientes  servicios.  Volveremos  a  ocuparnos  de  es- 
tos  temas  cuando  abordemos  el  estudio  de  las  funciones  que  a 
esa  segunda  instituciön  representativa  que  denomínamos  asam- 
blea  gubernamental  deben  corresponder. 

Un  esquema  como  el  apuntado  garantizaría  al  ciudadano 
medio  un  grado  de  autonomía  muy  superior  al  que  las  tradicio- 
nales  «Tablas  de  Derechos»  le  han  otorgado  hasta  ahora,  por 
lo  que  resultana  innecesario  hacer  referencia  a  un  coujunto  de 
derechos  fundamentales.  Resultará  más  evidente  cuanto  queda 
consignado  en  la  medida  en  que  se  reflexione  en  torno  al  hecho 
de  que  ninguno  de  los  tradicionales  derechos  (los  que  hacen 
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referencia,  por  ejemplo,  a  la  libertad  de  expresiön,  informaciön, 
religiön,  reuniön,  o  a  la  inviolabilidad  del  hogar  o  de  la  corres- 
pondencia)  pueden  ser  absolutos.  Obligadamente  están  siempre 
los  mismos  supeditados  a  aquellos  extremos  que  la  normativa  ju- 
rídica  de  carácter  general  establezca.  No  cabe  interpretar  que 
la  libertad  de  expresiön,  por  ejemplo,  autorice  a  nadie  a  difa- 
mar,  engañar,  incitar  al  crimen  o  a  provocar  el  pánico  por  vía 
de  la  difusiön  de  una  falsa  alarma.  Los  derechos  de  referencia 
siempre  han  de  quedar  sometidos  a  «lo  que  la  ley  disponga». 
Ahora  bien,  frente  al  «poder  legislativo»  estas  salvaguardias 
serán  siempre  totalmente  inefectivas,  a  no  ser  que  por  ley  se 
entienda,  no  cualquier  decisiön  adoptada  por  la  correspondiente 
cárnara,  sino  ünicamente  aquellas  que  constituyan  ley  en  el 
específico  sentido  al  que  aquí  se  ha  hecho  constante  referencia. 

Ni  los  derechos  fundamentales  que  tradicionalmente  han 
integrado  las  «Tablas  de  Derechos»  son  los  ünicos  que,  en  aras 
de  la  libertad,  merecen  protecciön,  ni  cabe  enumerar  de  modo 
exhaustivo  el  conjunto  de  derechos  cuyo  respeto  permita  garan- 
tizar  la  libertad  individual.  Aunque,  como  ya  se  ha  dicho, 
carece  de  fundamento  todo  intento  de  ampliar  el  concepto  de 
derecho  a  aquellos  otros  que  hoy  reciben  el  calificativo  de  eco- 
nömicos  y  sociales  (véase  a  este  respecto  lo  consignado  en  el 
apéndice  al  capítulo  IX),  la  libertad  individual  puede  ser  ejer- 
cida  de  otras  muchas  maneras  sin  duda  tan  merecedoras  de 
protecciön  como  aquellas  que  mediante  las  existentes  Decla- 
raciones  de  Derechos  Humanos  se  ha  pretendido  hasta  ahora 
salvaguardar.  Las  citadas  enumeraciones  suelen  hacer  referen- 
cia  a  derechos  cuya  salvaguardia,  en  concretos  contextos  hístö- 
ricos,  llegö  a  ser  considerada  imprescindible  para  el  buen 
funcionamiento  de  la  democracia.  Ahora  bien,  la  especial  pro- 
tecciön  otorgada  a  tales  específicos  derechos  encierra  el  pelígro 
de  que,  en  relaciön  con  otras  materias,  el  gobierno  pueda  con- 
siderarse  autorizado  a  hacer  uso  arbitrario  de  la  coercíön. 

Las  apuntadas  razones  contribuyen  a  ilustrar  por  qué  los 
padres  de  la  Constituciön  norteamericana  se  negaron  a  estable- 
cer  una  «Tabla  de  Derechos»;  y  por  qué  cuando,  finalmente, 
tal  documento  fue  redactado,  se  dispuso,  a  través  de  la  exce- 
sivamente  olvidada  Novena  Enmienda,  que  «la  enumeraciön 
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de  ciertos  derechos  constitucionales  nunca  debe  ser  interpre- 
tada  como  denegaciön  o  menoscabo  de  aquellos  otros  que  tam- 
bién  al  pueblo  corresponden».  La  enumeraciön  de  una  serie  de 
derechos  que  se  entiende  deben  quedar  a  salvo  de  violaciön 
«excepto  en  lo  que  la  ley  establezca»  puede  inducir  a  algunos 
a  suponer  que,  libre  de  toda  norma,  el  legislador  quede  auto- 
rizado  a  restringir,  en  otros  aspectos,  la  libertad  individual  La 
extenstön  del  término  ley  a  cualquier  tipo  de  medida  legislativa 
ha  ehmtnado  posteriormente  incluso  esa  salvedad.  Lo  cierto  es, 
sin  embargo,  que  la  Constituciön  sölo  pretende  impedir  que  eí 
legislador  pueda  arbitrariamente  restringir  la  libertad  indivi- 
dual.^  Por  ello,  como  ha  puesto  de  relieve  un  distinguido  iurista 
nelvetíco  ,  la  evoluciön  técnica  puede  dar  lugar  a  que,  en  el 
ruturo,  resulte  necesario  salvaguardar  libertades  que  quizá  sean 
ígual  o  más  importantes  que  aquellas  otras  que  tradicäonal- 
mente  los  derechos  fundamentales  han  intentado  proteger. 

A  través  de  estos  ültimos  no  se  pretende  garantizar  otra 
cosa  que  la  hbertad  individual,  interpretada  ésta  como  ausencia 
de  arbitraria  coerciön.  A  la  coacciön,  a  tales  efectos  sölo  se 
debe  recurnr  para  exigir  la  sumisiön  de  todos  a  las  normas 
generales  onentadas  a  asegurar  la  integridad  de  las  correspon- 
dientes  esferas  de  autonomía  individual  o  bien  para  arbitrar 
ios  medios  exigidos  por  la  prestaciön,  por  parte  del  gobierno  de 
un  conjunto  de  específicos  servicios.  Puesto  que  todo  ello  im- 
piica  que  al  individuo  sölo  deben  estarle  prohibidos  aquellos 
comportamientos  que  impliquen  violaciön  de  las  esferas  auto- 
nomicas  de  sus  semejantes,  el  ciudadano  deberá  libremente 
poder  asumir  cuantos  comportamientos  afecten  sölo  a  su  propia 
esfera  personal  o  bien  a  las  correspondientes  a  aquellas  otras 
personas  que,  de  manera  responsable,  a  ello  hayan  dado  su  libre 
consentimiento.  E1  individuo  podrá  disfrutar,  por  tales  vías 
el  mayor  grado  de  libertad  que  cualquier  orden  político  pueda 
proporcionarle.  Cuestiön  distinta  — a  la  que  más  adelante  dedi- 
caremos  nuestra  atenciön—  es  si  esa  libertad  debe  quedar 
transitoriamente  suspendida  cuando  las  instituciones  destina- 
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das  a  garantizarla  se  vean  amenazadas  o  bien  cuando  así  lo  exija 
la  eliminaciön  de  cualquier  otro  peligro  que  de  manera  funda- 
mental  amenace  a  la  sociedad  y  que  sölo  pueda  ser  conjurado  a 
través  de  la  puesta  en  marcha  de  algun  esfuerzo  colectivo. 

Las  diferentes  funciones  que  a  las  dos  asambleas 

REPRESENTATIVAS  DEBEN  CORRE S PONDER 

La  idea  de  que  el  dictado  de  las  normas  de  conducta  de 
carácter  general  debe  quedar  confiado  a  una  asamblea  repre- 
sentativa  capaz  de  operar  con  independencia  del  örgano  guber- 
namental  tiene  sus  antecedentes  histöricos.  Aigo  semejante 
pretendieron  seguramente  los  habitantes  de  Atenas  cuando  de- 
cidieron  conferir  a  los  nomothetae  — un  cuerpo  parlamentario 
independiente —  la  exclusiva  potestad  de  alterar  el  contenido 
del  nomos 3.  Dado  que  el  citado  vocablo  es  prácticamente  el 
ünico  que  ha  logrado  conservar  su  prístino  significado,  que 
hace  alusiön  al  «conjunto  de  normas  generales  de  conducta»; 
y  dado  que  el  término  nomothetae  surgiö  de  nuevo  en  un  pare- 
cido  contexto  en  la  Inglaterra  del  siglo  xvn  4  (y  a  él  hiciera 
referencia  también  J.  S.  Mill) 5,  resulta  justificado  su  empleo 
para  denominar  ese  örgano  asambleario  que,  dotado  de  potes- 
tades  meramente  legislativas,  fue  lo  que  pretendieron  plasmar 
tanto  los  partidarios  de  la  separaciön  de  poderes  como  los  teö- 
ricos  del  Estado  de  Derecho.  Sölo  así  lograremos  distinguirla 
de  este  segundo  örgano  de  gobierno  que  denominamos  asam- 
blea  gubernamental. 

Es  evidente,  sin  embargo,  que  una  asamblea  legislativa 
independiente  sölo  podrá  controlar  eficazmente  las  decisiones 
adoptadas  por  la  gubernamental  en  la  medida  en  que  su  com- 
posiciön  difiera  de  la  de  ésta.  Ello  exige  que  sus  miembros  sean 

3  Cf.  A.  R.  W.  Harris,  «Law  Making  at  Athens  at  the  End  of  the 
Fifth  Century  B.  C.»,  Journal  of  Hellenic  Studies,  1955,  así  como  las 
referencias  aüí  consignadas. 

4  E.  G.  Philip  Hunton,  A  Treatise  on  Monarchy  (Londres,  1943), 
pág.  5. 

5  J.  S.  Mill,  Considerations  on  Representative  Government  (Lon- 
dres,  1861),  cap.  5. 
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elegidos  segün  alguna  alternativa  mecánica  electoral  y  que  lo 
sean  por  períodos  de  tiempo  diferentes.  Si  la  composiciön 
de  esas  dos  asambleas  reflejara  una  similar  incidencia  relativa  de 
cada  uno  de  los  grupos  sociales  implicados  (y  especialmente  de 
los  correspondientes  partidos  políticos),  es  evidente  que  el 
örgano  legislativo  se  limitará  a  establecer  aquellas  leyes  que  el 
poder  gubernamental  juzgue  que  en  mayor  medida  contribuyen 
al  logro  de  sus  particulares  pretensiones,  con  lo  que  todo  suce- 
dería  como  si  de  una  sola  asamblea  se  tratara. 

La  diversidad  de  las  tareas  que  a  cada  una  de  ellas  corres- 
ponde  aconseja  también  que  cada  asamblea  recoja,  en  diferen- 
tes  aspectos,  los  criterios  sustentados  por  el  cuerpo  electoral. 
Por  lo  que  se  refiere  a  las  cuestiones  de  gobierno,  parece  de- 
seable  que  se  intente  recoger  el  conjunto  de  concretas  preten- 
siones  compartidas  por  los  ciudadanos  en  materia  relativa  al 
logro  de  ciertos  objetivos  concretos.  En  este  aspecto  debe  con- 
cederse  prioridad,  por  lo  tanto,  a  los  diferentes  intereses  en 
juego.  En  lo  que  atañe  a  la  funciön  de  gobierno,  por  otra  parte, 
lo  que  se  precisa  es  estructurar  una  mayoría  que,  comprome- 
tida  al  logro  de  un  determinado  programa,  sea  «capaz  de  go- 
bernar».  La  auténtica  tarea  legislativa,  por  el  contrario,  exige 
que,  dejando  al  margen  los  concretos  intereses  de  las  distintas 
personas  o  grupos  involucrados,  se  intente  recoger  la  opiniön 
general  en  cuanto  a  cuáles  sean  en  cada  momento  los  tipos  de 
comportamiento  que  procede  considerar  aceptables  o  rechaza- 
bles.  No  debe  tal  örgano  ser  cauce  propiciador  de  un  conjunto 
de  particulares  intereses,  sino  fuente  de  orientaciön  reveladora 
de  cuál  sea  la  normativa  que  deba  prevalecer,  cualquiera  que 
sea  la  repercusiön  que  circunstancialmente  pueda  tener  sobre 
ciertos  individuos  o  grupos.  Es  lo  más  probable  que,  segün  se 
trate  de  asegurar  el  logro  de  los  particulares  intereses  o  garan- 
tizar  el  respeto  a  la  justicia,  las  gentes  elijan  como  portavoces 
a  personas  diferentes.  La  eficaz  realizaciön  de  la  primera  de  las 
citadas  tareas  requiere,  en  efecto,  cualidades  que  ninguna  rela- 
ciön  tienen  con  la  integridad,  prudencia  y  capacidad  de  discer- 
nimiento  que  tradicionalmente  han  sido  exigidas  de  quienes 
deben  ocuparse  de  la  segunda  de  las  mencionadas  responsabi- 
lidades. 
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E1  sistema  de  periödica  renovaciön  de  la  totalidad  de  los 
miembros  de  la  asamblea  es  adecuado  porque  induce  a  los  re- 
presentantes  a  ser  más  sensibles  a  la  evoluciön  de  la  opiniön 
del  electorado,  obligándoles  también  a  ingresar  en  los  corres- 
pondientes  partidos  políticos,  con  los  que  quedan  comprometi- 
dos  en  la  defensa  de  intereses  y  programas  concretos,  ya  que 
sölo  sometiéndose  a  la  disciplina  de  los  partidos  puede  el  repre- 
sentante  político  contar  con  su  apoyo. 

No  es  razonable  esperar  que  en  los  miembros  de  una  asam- 
blea  parlamentaria  sensibilizada  a  la  idea  de  que  deben  velar 
por  los  intereses  de  sus  electores  vayan  a  coincidir  las  cualida- 
des  humanas  que  los  teöricos  de  la  democracia  atribuían  a  quie- 
nes  debieran  representar  una  muestra  fidedigna  de  la  opiniön 
popular.  Tal  realidad,  sin  embargo,  en  modo  alguno  implica 
que,  en  la  medida  en  que  se  solicite  de  las  masas  la  elecciön 
de  representantes  a  quienes  les  esté  vedada  la  posibilidad  de 
otorgar  concretos  favores  o  prebendas,  no  vayan  aquéllas  a  ser 
capaces  de  seleccionar  a  hombres  cuyo  buen  criterio  merezca 
su  confianza,  sobre  todo  si  la  elecciön  se  realiza  entre  personas 
que,  en  el  desarrollo  del  cotidiano  quehacer,  hayan  alcanzado 
una  buena  reputaciön.  i \  ''jf  -  >  ‘ 

Parece,  pues,  conveniente  encomendar  la  labor  legislativa 
propiamente  dicha  a  una  asamblea  de  hombres  y  mujeres  elegi- 
dos  para  la  funciön  publica  a  una  edad  relativamente  madura  y 
por  un  período  de  tiempo  suficientemente  dilatado,  quince 
años  por  ejemplo.  Lograríase  con  ello  que  las  personas  elegidas 
no  tuvieran  necesidad  de  preocuparse  por  su  reelecciön.  Para 
mantener  a  estos  hombres  y  mujeres  inmunes  por  completo  a 
la  influencia  de  los  partidos,  además  de  no  ser  reelegibles,  no 
deberían  tampoco  verse  en  la  necesidad,  finalizado  su  mandato, 
de  ganarse  su  sustento,  lo  que  cabría  conseguir  haciendo  que, 
finalizada  su  labor  legislativa,  se  les  asignara  un  cargo  honorí- 
fico  similar  al  que  en  la  actualidad  représentan  los  lay  judges 
norteamericanos.  De  tal  manera,  repetimos,  durante  el  período 
legislativo,  no  se  verían  los  elegidos  obligados  a  solicitar  el 
apoyo  de  los  partidos,  ni  tendrían  tampoco  por  qué  preocuparse 
de  los  aspectos  materiales  de  su  futuro.  Para  garantizar  el  más 
adecuado  logro  de  los  objetivos  apuntados  sölo  deberían  ser 
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elegibles  para  la  cámara  legislativa  quienes  en  su  vida  priva- 
da  hubiesen  puesto  suficientemente  de  reiieve  su  nivel  de  com- 
petencia.  Para  evitar,  sin  embargo,  que  la  asamblea  se  convir- 
tiese  en  un  sanedrín  de  ancianos,  y  atendiendo  la  voz  de  la 
experiencia,  que  apunta  que  nadie  mejor  que  nuestros  propios 
contemporáneos  es  capaz  de  juzgar  nuestro  comportamiento, 
cada  grupo  de  coetáneos  elegirían  por  una  sola  vez  a  lo  largo 
de  sus  vida  (por  ejemplo,  cuando  todos  alcanzasen  la  edad  de 
45  afios),  entre  los  de  su  propia  generaciön,  a  aquellos  a  quie- 
nes  correspondería  la  responsabilidad  de  ocupar  durante  los 
quince  afios  siguientes  un  escaño  en  la  asamblea  legislativa. 

Quedaría  establecido  un  cuerpo  legislativo  compuesto  por 
hombres  y  mujeres  comprendidos  entre  las  edades  de  cuarenta 
y  cinco  y  sesenta  años,  örgano  que  sería  anualmente  renovado 
en  una  quinceava  parte.  E1  colectivo  de  tal  manera  establecido 
representaría  a  un  sector  de  la  poblaciön  integrado  por  gentes 
de  cierta  experiencia,  a  quienes,  sin  embargo,  correspondería 
vivir  todavía  los  mejores  años  de  su  vida.  Conviene  subrayar 
que,  aunque  en  la  apuntada  asamblea  no  estarían  representados 
los  ciudadanos  de  menos  de  cuarenta  y  cinco  afios,  la  edad  me- 
dia  de  sus  miembros  sería  de  cincuenta  y  dos  y  medio,  cifra  in- 
ferior  desde  luego  a  la  medida  que  a  las  asambleas  actuales 
corresponde;  y  ello  incluso  en  el  supuesto  de  que  la  proporciön 
de  gentes  de  mayor  edad  se  mantuviese  constante  porque  sin 
demora  se  sustituyese  a  quienes  dejaran  sus  puestos  vacantes 
por  muerte  o  enfermedad,  lo  que,  en  condiciones  normales, 
seguramente  no  sería  necesario,  dado  que  sölo  redundaría  en 
un  incremento  de  la  influencia  de  gentes  con  menor  experiencia 
en  el  ejercicio  de  la  Iabor  legislativa., 

Adicionales  salvaguardias  garantizarían  la/  total  independen- 
cia  de  este  colectivo  de  nomothetae  frente  a  los  intereses  de 
grupo.  Quienes  hubiesen  formado  parte  de  la  asamblea  guber- 
namental  o  militado  en  algun  partido  político  podrían,  a  tales 
efectos,  ser  considerados  no  elegibles  para  el  desempeño  de  la 
funciön  legislativa;  y  aunque  muchos  de  los  miembros  de  la 
asamblea  siguieran  manteniendo  contacto  con  uno  u  otro 
partido,  escasos  serían  los  alicientes  que  podrían  inducirles  a 
someterse  a  las  correspondientes  jerarquías. 
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Los  miembros  de  la  asamblea  legislativa  sölo  podrían  ser 
apartados  de  sus  cargos  en  el  supuesto  de  flagrante  negligencia. 
Tal  decisiön  dependería  siempre  de  sus  propios  compañeros, 
actuales  o  pretéritos,  aplicándose  al  efecto  principios  similares 
a  los  utilizados  hoy  a  nivel  de  la  magistratura  judicial.  La  con- 
cesiön,  terminado  su  mandato,  y  hasta  su  jubiíaciön  retribuida 
a  los  sesenta  o  setenta  años,  de  un  puesto  digno  (cual  pudiera 
ser  el  de  miembro  auxiliar  de  los  tribunales),  contribuiría  tam- 
bién  a  reforzar  fundamentalmente  su  independencia.  E1  corres- 
pondiente  nivel  retributivo  podría  quedar  equiparado  constitu- 
cionalmente  a  determinado  porcentaje  del  ingreso  medio  perci- 
bido,  por  ejemplo,  por  los  veinte  mejor  remunerados  puestos 
del  escalafön  publico. 

Seguramente,  dentro  de  cada  grupo  de  edad  el  acceso  al 
cargo  legislativo  llegaría  por  tales  vías  a  ser  considerado  como 
una  especie  de  puesto  de  honor  sölo  accesible  a  quienes  en  ma- 
yor  medida  fueran  considerados  por  sus  semejantes  dignos  de 
respeto.  E1  reducido  numero  de  integrantes  de  la  asamblea 
legislativa  haría  que  anualmente  fueran  pocos  quienes  de  hecho 
accederían  a  tales  cargos. 

Por  ello,  quizá  resultara  aconsejable  recurrir  a  un  sistema 
indirecto  de  elecciön,  es  decir,  a  c]ue  íinicamente  a  través  de  los 
correspondientes  delegados  regionales  se  pudiera  elegir  a  los 
nuevos  representantes.  Sería  éste  un  factor  más  que,  sin  duda, 
también  contribuiría  a  que  cada  distrito  electoral  eligiese  unica- 
mente  a  gentes  con  las  mayores  posibilidades  de  ser  elegidas 
en  la  segunda  vuelta. 

Puede  pensarse  quizá,  a  primera  vista,  que  esta  asamblea, 
dotada  de  potestades  meramente  legislativas.  no  tendría  exce- 
sivo  trabajo.  E1  desarrollo  de  las  tareas  hasta  ahora  a  ella  enco- 
mendadas  (la  constante  revisiön  del  contenido  del  Derecho  Ci- 
vil,  en  cuyo  ámbito  procede  incluir  el  Mercantil  y  el  Penal) 
exigiría,  desde  luego,  unicamente  un  íntermitente  esfuerzo  por 
parte  del  legislador.  Difícilmente  podría  tal  labor  proporcionar 
suficiente  nivel  de  ocupaciön  a  un  grupo  de  personas  dotadas 
de  tan  excepcionales  cualidades.  Esta  primera  impresiön  resul- 
ta,  sin  embargo,  engañosa.  Aunque  en  aras  de  una  mayor  clari- 
dad  expositiva  sölo  hayamos  hecho  hasta  ahora  referencia  a 
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las  cuestiones  relacionadas  con  los  Derechos  Civil  y  Penal.  no 
debe  olvidarse  que  correspondería  también  a  esta  cámara  la 
responsabilidad  de  sancionar  la  introducciön  de  cualquier  otra 
norma  general  de  conducta.  Aunque  a  lo  largo  de  este  ensayo 
apenas  se  haya  abordado  el  examen  de  estos  otros  aspectos  del 
esfuerzo  normativo,  ha  quedado  repetidamente  señalado  que 
un  esquema  de  la  apuntada  especie  debe  incluir  también,  aparte 
de  toda  la  temática  fiscal,  todo  ese  otro  conjunto  de  preceptos 
que  hace  referencia  a  la  seguridad  en  el  trabajo,  a  cuestiones 
sanitarias,  a  las  normas  de  calidad  aplicables  a  las  industrias 
manufactureras  o  de  la  construcciön,  etc.,  reglas  todas  ellas 
que,  bajo  la  forma  de  una  normativa  generaí,  conviene  imponer 
en  beneficio  de  la  colectividad.  Además  de  las  normas  relativas 
a  la  seguridad  en  el  trabajo,  comprende  este  ultimo  tipo  de 
regulaciön  también  cuantas  cuestiones  atañen  a  los  difíciles  pro- 
blemas  relativos  a  la  creaciön  de  un  marco  de  relaciones  que 
adecuadamente  garanticen  la  defensa  de  la  competencia,  así 
como  cuanto  integra  la  legislaciön  mercantil,  temas  a  los  que, 
en  el  capítulo  precedente,  hemos  hecho  debida  referencia. 

Hasta  ahora,  el  örgano  legislativo  se  ha  visto  obligado  a 
delegar  el  tratamiento  de  todas  estas  materias  en  otras  institu- 
ciones,  al  no  disponer  de  tiempo  para  prestar  debida  atenciön 
a  todo  el  conjunto  de  problemas  técnicos  que  normalmente  se 
hallan  implicados,  con  lo  que  han  pasado  a  depender  de  un 
conjunto  de  departamentos  burocráticos  u  otro  tipo  de  orga- 
nizaciones  especialmente  establecidas  al  efecto.  Cabe  pregun- 
tarse  si  una  cámara  legislativa  que  se  encuentre  presionada  por 
Ios  acuciantes  problemas  que  a  diario  plantea  la  tarea  de  gober- 
nar  puede  realmente  dedicar  la  necesaria  atenciön  a  todas  estas 
materias,  que  no  son  de  índole  meramente  administrativa,  sino 
de  carácter  estrictamente  legal.  A1  quedar  la  decisiön  de  las 
mismas  en  manos  de  los  estamentos  burocráticos,  ábreseles  a 
éstos  la  posibilidad  de  asumir  potestades  de  tipo  discrecional 
y  arbitrario.  Ninguna  razön  intrínseca  se  opone  a  que,  cual  acon- 
tecía  en  Gran  Bretafia  antes  de  1941,  las  aludidas  materias  sean 
reguladas  sobre  la  base  de  una  normativa  general.  En  vez  de 
resignarnos  a  aceptar  el  personal  criterio  de  un  conjunto  de 
funcionarios  avidos  de  poder,  sería  mucho  más  aconsejable  que 
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todos  estos  problemas  quedaran  encomendados  al  organo  legis- 
lativo.  Gran  parte  del  actual  incontrolable  nivel  de  poder  buro- 
crático  deriva,  sin  duda,  de  las  sucesivas  delegaciones  de  poder 
acordadas  por  las  cámaras  legislativas. 

Aunque  el  problema  relativo  a  si  la  asamblea  legislativa 
llegaría  o  no  a  carecer  de  un  suficiente  nivel  de  ocupaciön  no 
es  cuestiön  que  personalmente  me  preocupe  en  exceso,  quiero 
añadir  que,  en  mi  opiniön,  constituiría  incluso  factor  positävo 
el  que  un  seleccionado  grupo  de  hombres  y  mujeres  dispusiera 
de  sosiego  para  reflexionar  desapasionadamente  sobre  las  cues- 
tiones  relativas  al  gobierno  del  país  durante  algün  período 
de  su  vida;  que,  libres  de  la  necesidad  de  resolver  tarea  coyun- 
tural  alguna,  pudieran  dichas  personas  ocuparse  de  la  promo- 
ciön  de  cualquier  finalidad  que  consideraran  meritoria.  La  exis- 
tencia  de  gentes  que,  a  nivel  püblico,  dispusieran  del  necesario 
tiempo  libre  para  expresar  criterios  y  desarrollar  nuevas  inicia- 
tivas  garantizaría  que,  en  el  ámbito  social,  fueran  surgiendo  los 
nuevos  ideales.  No  fue  otra  la  funciön  en  el  pasado  cubierta 
por  quienes  gozaban  de  una  cierta  independencia  econömica. 
Estimo,  sin  embargo,  que  aunque  la  aludida  necesidad  justifica 
la  existencia  de  estos  seres  ociosos,  no  parece  razonable  que 
las  correspondientes  oportunidades  sean  ünicamente  reservadas 
a  los  más  pudientes.  Si  quienes  han  recibido  de  sus  contempo- 
ráneos  la  mayor  muestra  posible  de  confianza  pudiesen  dedicar 
buena  parte  de  su  vida  a  la  potenciacién  de  los  fines  que  perso- 
nalmente  juzgaran  más  meritorios,  seguramente  lograrían  con- 
tribuir  a  la  creaciön  y  desarrollo  de  ese  «sector  voluntario» 
que  tan  eficazmente  evita  que  el  gobierno  reüna  un  excesivo 
poder.  Por  todo  ello,  aunque  ser  miembro  de  una  legislatura 
no  implicara  gran  carga  de  trabajo,  dicha  posiciön  debería  estar 
siempre  adornada  de  la  mayor  dignidad  social,  a  fin  de  que,  en 
ciertos  aspectos,  los  miembros  del  aludido  örgano  democrático 
pudieran  desempeñar  ese  papel  de  honoratiores  (para  utilizar  la 
expresiön  introducida  por  Max  Weber),  figuras  que,  incor- 
poradas  a  la  vida  püblica  y  sin  compromiso  alguno  con  cual- 
quier  partido,  desarrollarían  un  papel  destacado  en  lo  refe- 
rente  a  ese  conjunto  de  voluntarias  iniciativas. 

Para  volver  de  nuevo  al  análisis  de  la  funciön  que  funda- 
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mentalmente  correspondería  a  los  nomothetae,  cabe  pensar  que 
quizá  no  fuera  su  insuficiente  nivel  de  ocupaciön  lo  que  debería 
preocuparnos,  sino  la  falta  de  incentivo  para  que  los  interesa- 
dos  cumplimentaran  debidamente  las  correspondientes  tareas. 
Cabe  incluso  plantearse  la  posibilidad  de  si  su  misma  indepen- 
dencia  pudiera  constituir  factor  que  los  inclinase  hacia  la  exce- 
siva  holganza.  No  parece,  desde  luego,  probable  que  personas 
de  tan  altas  virtudes  y  cuya  destacada  posiciön  derivaría  de  su 
buena  reputaciön,  una  vez  elegidas  de  manera  prácticamente 
inamovible  para  la  funciön  publica  por  un  período  de  quince 
años,  fueran  a  descuidar  de  manera  notable  el  cumplimiento  de 
su  deber.  Ello  no  obstante,  cabe  tomar  precauciones  contra  tal 
eventualidad,  adoptando  al  efecto  förmulas  similares  a  las  hoy 
aplicadas  a  la  profesiön  judicial.  Aunque  los  miembros  de  la 
asamblea  legislativa  deberían  siempre  quedar  a  salvo  de  inje- 
rencias  por  parte  de  los  estamentos  gubernamentales,  su  com- 
portamiento  podría  ser  supervisado  por  un  Senado  integrado 
P°r  ex-miembros  del  örgano  legislativo  dotados  de  facultades 
para  separar  de  sus  cargos  a  quienes  de  manera  evidente  hubie- 
ran  descuidado  el  cumplimiento  de  sus  deberes.  Correspon- 
dería  a  ese  mismo  colectivo  la  responsabilidad  de  asignar  des- 
tino  burocrático  a  aquellos  miembros  que,  por  edad,  hubieran 
de.  abandonar  reglamentariamente  su  escaño,  destinos  que  cu- 
brirían  una  amplia  gama  de  funciones  que  incluirían  desde  la 
Presidencia  del  Tribunal  Constitucional  hasta  el  simple  aseso- 
ramiento  de  los  örganos  judiciales  de  inferior  jurisdicciön. 

Debería  nuestra  hipotética  Constituciön  contener  también 
adecuadas  salvaguardias  contra  la  posibilidad  de  que  la  asam- 
blea  legislativa  se  negase  a  desarrollar  las  labores  a  elía  enco- 
mendadas.  A  tal  efecto,  debería  quedar  constitucionalmente 
establecido  que,  aun  cuando  correspondiera  exclusivamente  a 
dicha  asamblea  la  facultad  de  dictar  las  normas  generales  de 
conducta,  tal  funciön  podría  temporalmente  recaer  de  nuevo  en 
el  ámbito  de  la  asamblea  gubernamental,  si  la  primera  de  di- 
chas  instituciones  no  respondiera,  en  plazo  razonable,  a  la  peti- 
ciön  de  la  otra  cámara  en  el  sentido  de  que  se  procediese  a 
legislar  en  torno  a  cualquier  concreta  materia. 
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Algo  más  sobre  la  representaciön 

POR  GRUPOS  DE  EDAD 

Aunque  en  cuanto  al  contenido  de  este  ensayo  importa 
fundamentalmente  examinar  el  principio  general  implicado  en 
el  modelo  constitucional  sugerido,  el  método  de  representaciön 
por  grupos  de  edad  propuesto  para  la  asamblea  legislativa 
ofrece  tan  elevado  numero  de  posibilidades  en  relaciön  al  des- 
arrollo  de  las  instituciones  democráticas  que  entiendo  conviene 
prestar  al  tema  mayor  atenciön.  El  que  los  miembros  de  cada 
grupo  de  edad  tuvieran  conciencia  de  que  algün  día  recaería 
sobre  ellos  la  trascendental  tarea  de  legislar  seguramente  les 
induciría  a  formar  asociaciones  locales  integradas  por  gentes 
de  la  misma  edad.  Habida  cuenta  de  las  ventajas  que  ello  repor- 
taría  en  cuanto  a  facilitar  una  más  adecuada  preparaciön  de  los 
candidatos,  la  mencionada  tendencia  debería  merecer  incluso  el 
apoyo  del  gobierno,  por  lo  menos  en  cuanto  a  proporcionarles 
adecuados  lugares  de  reuniön,  así  como  los  medios  materiales 
que  les  permitieran  mantener  contacto  con  grupos  similares 
situados  en  otras  regiones  del  país.  La  existencia  de  una  sola 
asociaciön  oficialmente  respaldada  en  cada  localidad  contribui- 
ría,  por  otra  parte,  a  evitar  la  influencia  en  ellas  de  los  diferentes 
credos  políticos. 

Podrían  las  mismas  ser  organizadas  al  finalizar  los  ciudada- 
nos  su  período  de  formaciön  elemental,  o  bien  cuando,  a  los 
dieciocho  afios,  pudieran  legalmente  acceder  a  la  vida  püblica. 
E1  esquema  sugerido  resultaría  seguramente  más  atractivo  si  se 
permitiera  que  a  los  varones  de  cada  grupo  de  edad  se  incor- 
poraran  mujeres  un  par  de  años  más  jövenes,  extremo  que  sin 
discriminaciön  cabría  materializar  permitiendo  que  varones  y 
hembras  libremente  pudieran  elegir  entre  ingresar  en  una  aso- 
ciaciön  en  proceso  de  formaciön  o  en  alguna  de  las  establecidas 
dos  o  tres  afios  atrás.  Es  lo  más  probable  que  los  varones  pre- 
firieran,  en  general,  incorporarse  a  asociaciones  en  proceso  de 
formaciön,  mientras  que  las  mujeres  seguramente  optarían  por 
adscribirse  a  alguna  de  las  ya  existentes.  Por  supuesto  que  quien 
optase  por  su  incorporaciön  a  un  colectivo  de  superior  edad 
quedaría  indisolublemente  unido  al  mismo,  por  lo  que  ínter- 
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vendría  en  el  proceso  electoral  y  sería  elegible  delegado  o  re- 
presentante  con  anterioridad  a  la  fecha  que  normalmente  le 
hubiese  correspondido  por  su  edad. 

A1  integrar  de  tal  manera  a  contemporáneos  de  diversos 
estamentos  sociales  — gentes  que,  hoy  dispersas,  en  el  pasado 
compartieron  los  mismos  centros  de  educaciön  (y  quizá  tam- 
bién  el  mismo  período  de  entrenamiento  militar) — ,  estas  agru- 
paciones  lograrían  establecer  lazos  verdaderamente  democrá- 
ticos  que,  salvando  las  distancias  sociales,  en  todos  incentiva- 
rían  el  interés  por  las  instituciones  püblicas  y  formarían  en  el 
adecuado  uso  del  método  parlamentario.  Constituirían  las  mis- 
mas,  asimismo,  vehículo  de  expresiön  para  las  posiblemente 
discrepantes  opiniones  de  quienes  todavía  no  estuvieran  repre- 
sentados  en  la  asamblea  legislativa.  Y  si,  ocasionalmente,  di- 
chas  agrupaciones  se  transformaran  en  tribunas  donde  los  par- 
tidos  políticos  pudieran  debatir  sus  diversas  opciones  políticas, 
obtendríase,  como  supletoria  ventaja,  el  que  los  partidarios  de 
una  y  otra  inclinacion  se  vieran  obligados  a  debatir  entre  sí  los 
más  fundamentales  problemas  involucrados,  con  lo  que  cobra- 
rían  todos  conciencia  de  su  futura  responsabilidad  como  ve- 
hículos  de  expresiön  de  los  puntos  de  vista  de  su  propia  gene- 
raciön,  al  tiempo  que  se  prepararían  para  el  adecuado  ejercicio 
de  la  funciön  püblica. 

Sería  también  aconsejable  que  los  miembros  de  las  citadas 
asociaciones  quedaran  autorizados  a  participar  como  observa- 
dores  en  las  actividades  desarrolladas  por  similares  grupos  en 
otras  zonas  del  país,  y  si  tales  reuniones  se  celebrasen  de  ma- 
nera  regular  y  tuvieran  lugar  en  fechas  y  lugares  determinados 
(cual  sucede  hoy  con  las  reuniones  organizadas  por  los  clubs 
de  rotarios  y  otras  asociaciones  similares),  podrían  llegar  a  ser 
las  mismas  nexo  importante  entre  las  diversas  zonas.  En  otros 
muchos  aspectos,  por  ültimo,  se  convertirían  en  adecuado  me- 
dio  de  interconexiön  social,  especialmente  en  lo  que  respecta 
al  entorno  urbano,  con  lo  que  contribuirían  también  a  reducir 
las  diferencias  de  tipo  ocupacional  o  estamentario. 

E1  rotativo  desempeño  de  la  presidencia  de  las  aludídas 
asociaciones  depararía  a  sus  miembros  la  oportunidad  de  eva- 
luar  las  cualidades  personales  de  los  candidatos  a  delegado  o 
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representante.  Por  esta  vía,  sus  conocimientos  personales  al- 
canzarían  incluso  a  quienes  compitiesen  en  las  votaciones  se- 
cundarias,  en  el  supuesto  de  que  se  recurriese  a  dicho  sistema 
de  elecciön  indirecta.  Quienes  finalmente  resultasen  designados 
delegados  podrían,  a  partir  de  tal  momento,  actuar  no  sölo 
como  presidentes  de  las  agrupaciones  de  referencia,  sino  tam- 
bién  como  portavoces  oficiales  de  las  mismas,  con  lo  que  se 
convertirían  en  una  especie  de  «ombudsmen»  honorarios  que 
velarían  por  la  defensa  de  los  intereses  de  su  grupo  de  edad, 
lo  que  induciría  a  todos  a  poner  aün  mayor  cuidado  en  la 
selecciön  de  candidatos  verdaderamente  merecedores  del  nivel 
de  confianza  en  ellos  depositado. 

Aunque,  una  vez  designados  los  correspondientes  represen- 
tantes,  las  tareas  que  a  estas  asociaciones  correspondería  des- 
arrollar  serían  prácticamente  nulas,  podrían  subsistir  como  cen- 
tros  de  interconexiön  social.  Cabría  también  recurrir  a  ellas 
para  la  parcial  o  total  renovaciön  de  los  miembros  de  la  asam- 
blea  legislativa  cuando,  por  fallecimiento  o  incapacidad  de  algu- 
no  de  ellos,  su  nümero  disminuyera  por  debajo  de  lo  estable- 
cido,  con  lo  que  cada  uno  de  los  grupos  de  edad  en  la  sociedad 
integrados  estaría  en  todo  momento  debidamente  representado. 


La  asamblea  gubernamental 

Poca  atenciön  será  necesario  dedicar  al  examen  de  la  se- 
gunda  de  las  asambleas  antes  aludidas  — la  que  denominamos 
gubernamental — ,  puesto  que,  por  lo  que  a  ella  respecta,  pue- 
den  servirnos  de  referencia  los  actuales  cuerpos  parlamentarios 
cuya  estructura  fundamentalmente  deriva  de  la  específíca  nece- 
sidad  de  garantizar  el  adecuado  desarrollo  de  la  funciön  de 
gobierno.  Ninguna  razön  desaconseja  que  su  composiciön  de- 
penda  de  la  periödica  reelecciön  de  la  totalidad  de  los  dipu- 
tados  6;  o  que  sus  decisiones  fundamentales  se  produzcan  en  el 

6  Mientras  que  en  lo  que  se  refiere  a  la  funcion  legislativa,  la  estruc- 
turaciön  de  la  Cámara  segün  la  línea  de  los  partidos  es  algo  totalmente 
rechazable,  en  lo  que  respecta  al  cuidado  de  la  funciön  de  gobierno  es 
evidentemente  deseable  que  se  opere  sobre  la  base  del  bipartidismo. 
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ámbito  de  un  comité  ejecutivo  que  actüe  en  nombre  de  k  ma- 
yoría.  Dicho  comité  sería  el  «örgano  de  gobierno»  propiamente 
dicho,  quedando  su  actuaciön  sometida  al  control  y  crítica  de 
la  oposiciön  que,  en  todo  momento,  podría  sugerir  alguna  so- 
luciön  alternativa.  En  cuanto  a  los  diversos  problemas  relativos 
a  la  mecánica  electoral,  duraciön  del  mandato  y  otros  similares, 
son  a  los  mismos  aplicables  argumentos  parecidos  a  los  hoy  bien 
conocidos,  por  lo  que  no  parece  necesario  que,  en  el  contexto 
actual,  debamos  ocuparnos  más  extensamente  de  tales  temas. 
En  el  esquema  contemplado,  debería  otorgarse  mayor  peso  a  la 
conveniencia  de  disponer  de  una  mayoría  capaz  de  gobernar  que 
a  que  la  cámara  recogiera  fidedignamente  la  influencia  de  los 
diferentes  intereses  en  juego.  A  mi  modo  de  ver,  tal  realidad 
debe  inclinar  aün  más  la  balanza  en  desfavor  de  la  represen- 
taciön  proporcional. 

La  ünica  diferencia  fundamental  a  destacar  entre  la  asam- 
blea  gubernamental  contemplada  por  nuestro  modelo  institu- 
cional  y  los  actuales  örganos  parlamentarios  haría  referencia  al 
hecho  de  que,  en  nuestro  supuesto,  cualquier  decisiön  quedaría 
sometida  en  todo  momento  a  lo  dispuesto  por  las  normas  de 
conducta  establecidas  por  la  asamblea  legislativa,  sin  que,  a 
este  respecto,  el  gobierno  pudiera  obligar  al  ciudadano  a  hacer 
nada  que  no  quedara  enmarcado  en  dicho  esquema  normativo. 
Ahora  bien,  dentro  de  los  límites  aludidos,  dispondría  éste  de 
plena  libertad  para  desarrollar  la  gestiön  püblica,  así  como  para 
decidir  sobre  la  orientaciön  que  conviniera  dar  al  empleo  de 
los  recursos  materiales  y  humanos  que  a  su  control  estuvieran 
sometidos. 

Quizá  fuera  conveniente  plantearse  de  nuevo  la  cuestíön  de 
si,  en  relaciön  con  la  elecciön  de  los  miembros  de  la  asamblea 
gubernamental,  no  sería  aün  fundadamente  aconsejable  que 
— segün  reza  un  viejo  principio  político —  se  apartase  del  citado 

Nada  justifica,  en  uno  u  otro  caso,  la  apelacion  a  la  representacion  pro- 
porcional.  Un  ensayo  que,  dada  la  fecha  de  su  publicaciön,  no  ha  reci- 
bido  todavía  la  atencion  que  verdaderamente  merece  recoge  los  argu- 
mentos  más  fundamentales  que-  contra  la  aludida  modalidad  electoral 
se  han  esgrimido.  Véase  F.  A.  Híermens,  Democracy  or  Anarchy  (Notre 
Dame,  Ind.,  1941). 
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proceso  a  cuantas  personas  ostentaran  cargo  püblico  o  fuesen 
destinatarias  de  algün  tipo  de  ayuda  o  prestaciön  por  parte  del 
gobierno.  Tal  exclusiön  no  estaría,  desde  luego,  justificada  en 
el  caso  de  una  asamblea  representativa  sölo  dedicada  a  esta- 
blecer  las  oportunas  normas  de  comportamiento,  puesto  que  el 
funcionario  o  pensionista  pueden,  sin  duda,  como  cualquier 
otro  ciudadano,  tener  formada  opiniön  acerca  de  lo  que,  en  el 
ámbito  social,  sea  justo  o  injusto.  No  parece  justificado,  por 
otra  parte,  pretender  negar  a  dichas  personas  un  derecho,  sin 
embargo,  reconocido  a  gentes  menos  informadas  o  preparadas. 
Ahora  bien,  la  cuestiön  es  totalmente  diferente  cuando  lo  que 
la  asamblea  pretende  plasmar  no  es  una  opiniön  acerca  de  lo 
que  es  justo,  sino  el  logro  de  algün  concreto  resultado,  supuesto 
bajo  el  cual  no  parece  lögico  que  la  labor  de  materiaüzar  la 
correspondiente  política  de  gobierno  quede  encomendada  a 
quienes,  sin  contribuir  al  correspondiente  gasto,  reciban  del 
sector  pübüco  alguna  ayuda,  al  igual  que  no  lo  sería  el  que  di- 
chas  personas  gozaran  de  derechos  similares  a  los  restantes  ciu- 
dadanos.  Que  el  funcionario,  el  receptor  de  haberes  pasivos  o  el 
parado  puedan,  por  la  vía  electoral,  decidir  acerca  de  cuáles 
hayan  de  ser  las  cantidades  que,  del  bolsillo  ajeno,  deban  serles 
entregadas,  así  como  que  el  político  pueda  cortejar  el  voto  de 
dichos  electores  asumiendo  el  compromiso  de  íncrementar  por 
la  vía  política  los  sueldos  o  subsidios  a  ellos  destinados,  no 
parecen,  desde  luego,  posturas  razonables.  Como  no  lo  sería  el 
que  el  empleado  püblico  pudiera  opinar  en  cuanto  a  la  conve- 
niencia  de  llevar  adelante  proyectos  que  él  mismo  hubiera  ela- 
borado;  o  que  quienes  se  hallen  sujetos  a  las  ördenes  de  la 
asamblea  gubernamental  puedan  participar  en  las  decisiones 
que  establezcan  el  contenido  de  las  mismas. 

Aunque  en  todo  momento  desarrollara  el  gobierno  su  acti- 
vidad  dentro  del  marco  de  una  normativa  legal  que  no  estuviera 
en  su  mano  alterar,  no  por  ello  dejaría  de  tener  un  importante 
papel.  Porque,  aunque  no  le  estuviera  permitido  discriminar 
en  cuanto  a  la  prestaciön  de  aqueüos  servicios  de  cuya  mate- 
rializaciön  se  le  hubiera  hecho  responsable,  la  selecciön  de  los 
mismos  y  la  mecánica  segün  la  cual  deberían  ser  facilitados  a 
la  sociedad  seguirían  otorgándole  una  considerable  cuota  de 
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poder  que  solo  tendría  por  límite  la  exclusiön  del  empleo  de 
la  coerciön  o  de  cualquier  otro  tipo  de  discriminatorio  trato  con 
relaciön  al  ciudadano.  Y  aunque,  en  cuanto  a  la  mecánica  recau- 
datoria,  el  gobierno  se  vería  obligado  a  mantenerse  siempre 
dentro  de  determinados  límites,  solo  de  manera  indirecta  que- 
darían  afectados  tanto  el  volumen  total  de  los  recursos  a  tales 
menesteres  dedicados  como  el  destino  que  a  los  mismos  deberá 
corresponder. 


El  Tribunal  Constitltcional 

Todo  el  dispositivo  institucional  antes  descrito  descansa 
en  el  supuesto  de  que  resulte  posible  establecer  una  suficiente- 
mente  nitida  distincion  entre  las  normas  de  conducta  cuya  pa- 
ternidad  debe  corresponder  a  la  asamblea  legislativa  — normas 
que  en  igual  medida  deben  obligar  al  gobierno  y  al  ciudadano— 
y  aquellas  otras  que  se  refieren  al  mero  ejercicio  de  la  funciön 
publica,  normas  estas  ultimas  que,  siempre  dentro  de  los  límites 
establecidos  por  la  ley,  deben  emanar  de  la  asamblea  guber- 
namental.  Aunque,  a  lo  largo  de  estas  páginas,  hemos  inten- 
tado  dejar  claramente  establecidos  los  principios  que  justifican 
la  existencia  de  tal  distincion,  y  aunque  la  cláusula  fundamental 
del  correspondiente  documento  constitucional  intentaría  defi- 
nir  debidamente  aquello  que  debiera  ser  conceptuado  ley  (en  el 
sentido  de  norma  de  recto  comportamiento),  no  dejarían  de 
surgir  en  la  práctica  problemas  cuyas  multiples  implicaciones 
sölo  cabría  resolver  a  través  del  continuo  esfuerzo  desarrollado 
por  algun  tribunal  especializado.  Los  problemas  de  referencia 
surgirían  fundamentalmente  como  conflictos  de  competencia 
entre  una  y  otra  de  las  antes  aludidas  asambleas  y,  en  general, 
derivarían  del  hecho  de  que  una  de  ellas  cuestionara  la  validez 
de  lo  que  la  otra  hubiera  establecido. 

Para  que  ese  superior  tribunal  quedara  dotado  de  la  nece- 
saria  autoridad  — habida  cuenta  de  las  especiales  condiciones 
que  sus  miembros  habrían  de  reunir — ,  sería  aconsejable  atri- 
buirle  la  categoría  de  Tribunal  Constitucional.  También  sería 
conveniente  que,  además  de  jueces  profesionales,  integrasen  el 


